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La presente investigación, para obtener el título de abogado,  propone hacer un análisis 
crítico sobre la situación del hacinamiento carcelario pero específicamente centrándonos en 
el asunto de la crisis en la salud que se ha venido tornando como una problemática nacional 
cada vez más difícil de controlar, por motivos como la aplicación de penas de privación de 
la libertad sin una celeridad adecuada, el establecimiento de penas a delitos menores, la 
precaria infraestructura carcelaria; la necesidad de algunos beneficios, la reincidencia 
criminal, la desinformación y falta de planeación en las instituciones dirigidas a hacer 
cumplir las penas, son situaciones que permiten un inadecuado funcionamiento de la 
justicia en Colombia generando problemas tan evidentes en las cárceles de Colombia, que 
afectan a miles de personas que se encuentran cumpliendo una condena.  
En el alcance de la situación carcelaria que vive nuestro país, haciendo un 
cuestionamiento que permita resolver una hipótesis, sobre si, esta aplicación se ha 
desarrollado con plena aplicación de la teoría de la resocialización del condenado, si respeta 
la vigencia de los tratados internacionales, los derechos humanos y la normatividad 
colombiana.  
En consecuencia, el problema jurídico se identificará en relación con la manera como se 
está implementando el sistema penitenciario y carcelario, es realmente adecuada la 
prestación del servicio de salud en la cárcel o por lo contrario se está quedando atrasada con 
respecto a la situación social, política, penal y económica del país. Es por lo que nos 
 
 
planteamos el interrogante problema de esta investigación ¿El estado garantiza los derechos 
a la dignidad humana y a la salud para las personas privadas de la libertad? y ¿Cuáles son 
las alternativas y posibles soluciones frente a la prestación del servicio de salud en el 
sistema penitenciario a partir de la crisis generada por el hacinamiento? Con base en lo 
anterior, surge el planteamiento de la hipótesis al decir que la corte mediante sus 
pronunciamientos está de acuerdo frente a la problemática que resalta en el país y que es 
consciente que se debe crear y mejorar una política criminal encaminada al 
restablecimiento de los derechos a la vida, la dignidad humana y en especial el de la salud 
del interno. 
Por otra parte, como objetivo general de esta investigación planteamos identificar la 
influencia de la crisis en el sistema penitenciario y las derivaciones que se generan en torno 
a la vulneración del derecho a la salud en la prestación del servicio a las personas que se 
encuentran privadas de la libertad. 
Por consiguiente, en aras de lograr un desarrollo óptimo de la presente investigación y 
dar solución a cada uno de los objetivos planteados, se utilizará como estrategia 
metodológica la cual se ha clasificado dentro de una investigación analítica, por cuanto el 
análisis se limita única y exclusivamente al estudio de leyes, decretos, tratados, 
jurisprudencia y demás normas que componen el ordenamiento jurídico colombiano. 
 De otro modo, El enfoque metodológico apropiado será el de una investigación 
cualitativa toda vez que se busca estudiar el contexto normativo aplicado a la realidad, por 
cuanto se pretende analizar la vulneración del derecho a la salud en los establecimientos 
 
 
penitenciarios y carcelarios, a través del estudio de los casos desarrollados por la corte 
constitucional en las sentencias de revisión de tutela, cuando el derecho fundamental a la 
salud de las personas privadas de la libertad ha sido vulnerado. 
 Se lleva a cabo bajo la técnica de tipo documental, porque se realizó un análisis del 
fenómeno a partir del estudio de las sentencias de tutela de revisión de la corte 
constitucional, con relación a los casos, libros, artículos disponibles e investigaciones 
realizadas en torno a la prestación del servicio de salud en los centros penitenciarios.  
 Debido a que se busca exponer el Sistema Carcelario y Penitenciario en Colombia, su 
trayecto, y la inadecuada ejecución con base en los parámetros definidos en un Estado 
Social de Derecho frente a las personas que se encuentran privadas de la libertad.  
En el primer capítulo se realiza una valoración teórica por medio de los planteamientos 
de autores que han surgido a través del tiempo de cómo debe manejarse el tratamiento 
penitenciario, además de la evolución normativa que ha tenido el derecho a la salud al 
inicio como un derecho en conexidad y actualmente se transformó en un derecho 
fundamental, adicionalmente una valoración legal del derecho a la salud por medio de las 
normas nacionales e internacionales que protegen a la población carcelaria las cuales dan 
recomendaciones útiles para el efectivo tratamiento de población en estas condiciones, las 
cuales deben ser tenidas en cuenta para desarrollar de la mejor manera el cumplimiento de 
la pena, haciendo pagar el delito cometido pero sin sustraer sus derechos fundamentales.  
Después en el segundo capítulo se hace una conceptualización del derecho a la salud ya 
que es un derecho fundamental en Colombia y es indispensable retribuirle el valor que 
 
 
contiene y darle aplicación en las cárceles colombianas, además se establece el 
comportamiento que tiene el derecho a la salud en la realidad carcelaria.  
Posteriormente, se evidencia en el tercer capítulo los resultados de la investigación a 
través del desarrollo de la línea jurisprudencial, en el cual se desarrolla la pregunta 
problema ¿Se vulnera el derecho a la salud de los reclusos cuando no se le concede el 
procedimiento médico solicitado?, a través del análisis jurisprudencial de sentencias 
emitidas por la corte, de las cuales se desarrollarán mediante una singularización en este 
documento algunas de las más relevantes y transcendentales donde la corte ratifica y refleja 
la vulneración del derecho a la salud de los reclusos a través de sus pronunciamientos. 
Finalmente, se encontrarán las soluciones a las preguntas problema y varias posibles 
alternativas que ayudarían a la situación de hacinamiento que produce en gran medida la 
vulneración del derecho a la salud de los internos en Colombia, tomando como ejemplo y 
guía el caso argentino y el caso español que tiene tratamientos diferentes al castigo de 
delitos, también está la alternativa de adición de artículos en el código penal, igualmente 
teniendo en cuenta la opción más importante y lógica y es que la sociedad actúe de una 
mejor manera, sea más cautelosa, educada y solidaria con su semejante para así evitar en 






Contextualización de la crisis de la salud en las cárceles colombianas 
 
Es trascendental abordar la investigación sobre el derecho a la salud en los centros 
penitenciarios y carcelarios, el cual retoma especial relevancia debido a que se trata de la 
“protección de los derechos fundamentales y a la continua trasgresión que se evidencia en 
torno a la prestación del servicio de salud para las personas privadas de la libertad. A 
través, de un análisis sobre el estudio de casos desarrollados por la corte constitucional en 
las sentencias de revisión de tutela, cuando no se ha dado la prestación del servicio para los 
reclusos. En este sentido, se abordará el fenómeno a partir de la valoración tanto teórica, en 
la que se incluyen las investigaciones relacionadas con el objetivo que se plantea y por otra 
parte la legal, para contextualizar la dimensión de la problemática. 
De acuerdo a lo anterior, Sánchez, (2016) considera:  
Frente al derecho a la salud de las personas privadas de la libertad, y al ser este 
un derecho que permanece incólume, el Estado tiene la obligación de garantizar 
íntegramente su prestación, a través del Sistema Nacional Penitenciario y 
Carcelario, específicamente debido a la conexidad que existe ente el derecho a la 




Por su parte, Alvarez (2005) establece que: 
El planteamiento central es que cuando se niega el derecho a la salud se pone en riesgo 
el derecho a la vida, que es el derecho fundamental por excelencia según la Constitución. 
Esta teoría se ha convertido en una de las pocas vías de intervención estatal en el 
funcionamiento del mercado de la salud en Colombia. Mediante el mecanismo de la tutela 
(denominado recurso de amparo en otros países) se ha sustentado la conexión de los dos 
derechos —a la vida y a la salud (pág. 133) 
De conformidad, con lo anterior se observa como el derecho de la salud, era considerado 
como un derecho que guardaba conexidad con otros y que podía ser reclamado a través de 
la acción de tutela en los casos que se demostrase la situación que afectaba directamente un 
derecho fundamental, cuando no se prestaba el servicio de salud correspondiente. 
En este sentido, Espinoza (2013) considera que: 
El avance en el sistema de seguridad social y en la concepción de lo que hoy 
conocemos como seguridad social, se ha logrado en una cadena de normativas que hasta 
hoy podría parecer de no acabar (…) Hoy, después de muchas consideraciones 
jurisprudenciales, encontramos en la sentencia de la Corte Constitucional T-760 de 2008 
la necesidad de nuevos cambios, no solo expresados desde el análisis de la norma en el 
marco constitucional, sino desde el análisis del sistema mismo, de su estructura y 
funcionamiento, acorde con los principios constitucionales. Consideramos que el 
replanteamiento no debe dirigirse a la manera como se las arregla el sistema para 
funcionar, sino a los aspectos sustanciales que fundamentaron el sistema, en enmarcar su 
 
 
adecuación con modelo de Estado Social de Derecho y el sistema económico capitalista 
que nos caracteriza. (pág. 51) 
De esta forma, encontramos que el derecho a la salud al ser considerado como 
fundamental por la Corte Constitucional, a partir de la sentencia T – 760 de 2008, 
empleando la modulación del contenido de sus fallos para generar un cambio significativo 
entorno a la prestación de salud, debido a los múltiples casos que conoció a través del 
mecanismo de la tutela; permitiendo el desarrollo autónomo de este derecho. 
Por este motivo, la Corte Constitucional (2013) estipulo lo siguiente: 
Al definirse los contenidos precisos del derecho a la salud, se genera un derecho 
subjetivo a favor de los beneficiarios del sistema de salud. Por lo tanto, cuando las 
entidades prestadoras de los servicios de salud se niegan a suministrar tratamientos, 
medicamentos o procedimientos incluidos en el POS o POS-S, vulneran el derecho a la 
salud, el cual como se ha reiterado adquiere la condición de derecho fundamental 
autónomo y éste puede ser protegido por la acción de tutela. (pág. 13) 
En este orden de ideas,  Segura ( 2010) menciona que la administración penitenciaria 
debe implementar acciones positivas, de prevención, promoción y atención del recluso 
(Como se cita en  Cesano & Reviriego, 2010) 
Por su parte, el Comité Internacional de la Cruz Roja- CICR (2017) al analizar el 
hacinamiento y la falta de servicios de salud en las carceles del país, indica que: 
El acceso al sistema sanitario es cada vez más complicado en los centros penitenciarios 
del país, especialmente después de 2016, cuando la empresa prestadora de salud que los 
 
 
cubría (Caprecom) fue liquidada. Adicional a esto, la demanda es muy alta frente a la 
cantidad de funcionarios. Por ejemplo, para atender a los detenidos que tienen problemas 
de salud mental solo hay dos unidades especializadas y permanentes ubicadas 
exclusivamente en las prisiones de Cali (Villahermosa) y Bogotá (La Modelo). 
El verdadero problema considera el CICR (2016), surge debido a: 
La falta de una política criminal eficiente y concertada entre las diferentes instituciones 
del Estado, como ha declarado públicamente el CICR durante años, ha llevado a un nivel 
insostenible de hacinamiento.  
¿Qué significa para el CICR una política criminal eficiente? Significa, básicamente, 
resolver el dilema que hoy enfrenta Colombia entre dos formas de afrontar la crisis 
carcelaria. La primera opción es ampliar la capacidad de los centros de detención a la par 
con la cantidad de personas que son enviadas a prisión. Esta solución es costosa e implica 
necesariamente grandes inversiones para poder mantener las condiciones mínimas de 
dignidad.  
La segunda opción es aplicar las diversas medidas que contempla el sistema penal y 
penitenciario que son alternativas a la reclusión intramural, partiendo de la idea de que la 
privación de libertad es solo una de varias opciones. Las demás alternativas, que implican 
una serie de requisitos estrictos de antecedentes y comportamiento, son: aplazar la pena 
por un período específico, otorgar prisión domiciliaria, enviar al detenido a casa o a un 
centro médico cuando está enfermo de gravedad, dar libertad condicional y vigilar al 
condenado mediante un sistema electrónico (por ejemplo, con un brazalete).  
 
 
En vista de lo anterior, para atender la crisis de los establecimientos penitenciarios, el 
Departamento Nacional de Planeación (2016), propuso como alternativa  
Estar en la cárcel de forma preventiva o por una condena no puede volverse un castigo 
más severo por la falta de buenas condiciones de la cárcel o de un trato que afecte la 
dignidad y los derechos de las personas. Cumplir con ese principio fundamental hace 
necesario contar con cárceles adecuadas, recursos financieros y personales capacitados 
que tenga una ética profesional estricta (pág. 16) 
Valoración desde el marco legal  
Encontramos dentro del marco legal las garantías existentes para la población privada de 
la libertad la cual se estructura, a partir, de los “derechos humanos”, como aquellos 
atributos de la persona, inherentes a su condición y que no pueden ser desestimados por la 
potestad sancionadora del estado. Por el contrario, estos deben ser garantizados y satisfacer 
su plena realización.  
En relación con lo anterior, la Oficina de las Naciones Unidas (s.f) refiere que: 
El principio de la universalidad de los derechos humanos es la piedra angular del 
derecho internacional de los derechos humanos. Este principio, tal como se destacará 
inicialmente en la Declaración Universal de Derechos Humanos, se ha reiterado en 
numerosos convenios, declaraciones y resoluciones internacionales. En la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993, por ejemplo, se dispuso que 
todos los Estados tenían el deber, independientemente de sus sistemas políticos, 




Por tanto, en desarrollo de la protección sobre los “derechos humanos”, se han creado 
una serie de tratados que han sido ratificados, los cuales se caracterizan porque tienen un 
carácter vinculante que genera obligaciones para los estados dentro de su ordenamiento 
jurídico interno, configurando, de esta manera, la protección de los derechos y libertades 
sin distinción fundada en la condición jurídica de la persona. Tal y como lo dispone la 
Asamblea General de las Naciones Unidas (1948) en la Declaración Universal de Derechos 
Humanos “Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o 
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o 
cualquier otra condición” (pág. 2) 
En desarrollo de los derechos humanos, se encuentra en el pacto internacional de 
derechos civiles y políticos, que contempla la protección de las personas privadas de la 
libertad en condiciones de seguridad, acordes con la dignidad humana y un trato justo. Tal 
y como se determinó en el artículo 10 de la Declaración de Derechos Humanos, al otorgar 
las garantías específicas para las personas que son procesadas o que están cumpliendo una 
condena. 
Los derechos que integran la Convención Americana de Derechos Humanos, son 
producto de las tesis liberales clásicas, que protegen la intimidad de la persona y su libertad 
frente al poder proveniente del estado. En lo concerniente con lo afirmado, encontramos el 
artículo 5, numerales 1, 2, y 6; que tienen un desarrollo en el contexto del derecho a la 




“Artículo 5. Derecho a la integridad personal: 1. Toda persona tiene derecho a que 
se respete su integridad física, psíquica y moral.  
2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano.   
6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la 
readaptación social de los condenados.” 
 
 
Relación entre el derecho fundamental a la salud y otros derechos 
 
En cuanto al derecho fundamental a la salud de las personas privadas de la libertad, este 
mantiene un vínculo directo con el derecho a la vida en condiciones dignas y la integridad 
personal. En este sentido, según la CIDH (2008)  en su Protocolo adicional donde establece 
los principios y buenas prácticas sobre la protección de las personas privadas  
de libertad en las Américas, en su principio 10, 
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, entendida como el 
disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, mental y social, que incluye, entre 
otros, la atención médica, psiquiátrica y odontológica adecuada; la disponibilidad 
permanente de personal médico idóneo e imparcial; el acceso a tratamiento y 
medicamentos apropiados y gratuitos; la implementación de programas de educación y 
promoción en salud, inmunización, prevención y tratamiento de enfermedades 
infecciosas, endémicas y de otra índole. 
Razón por la cual, las personas privadas de la libertad al estar bajo custodia del Estado, este 
mismo, debe garantizar la prestación del servicio en los establecimientos penitenciarios y 
carcelarios, para que a través del sistema de salud pública se incorpore el servicio completo 
en el que se hagan exámenes médicos, tratamientos adecuados y las practicas necesarias 
que hagan efectivo este derecho.  
En lo que concierne, al derecho a la vida en condiciones dignas, el artículo 26 de la 
CIDH, instituye como principio el desarrollo progresivo, en el que el estado adopta en el 
 
 
ordenamiento interno sus providencias para que los derechos sean efectivos; a través de los 
medios técnicos y económicos concedidos por la cooperación internacional.  
Por otra parte, el Congreso de las Naciones Unidas (1977) adopta las reglas por las 
cuales se debe dar el tratamiento pertinente a los reclusos directamente sobre la prevención 
que se debe dar para que este evite ser recurrente y a su vez para que se otorgue el 
tratamiento que correspondiente a la materialización del derecho a la salud a través de la 
prestación necesaria de este servicio, en los que establece:  
Servicios médicos: 
 22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los servicios de 
un médico calificado que deberá poseer algunos conocimientos psiquiátricos. Los 
servicios médicos deberán organizarse íntimamente vinculados con la administración 
general del servicio sanitario de la comunidad o de la nación. Deberán comprender un 
servicio psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere necesario, para el tratamiento de los 
casos de enfermedades mentales. 
 2) Se dispondrá el traslado de los enfermos cuyo estado requiera cuidados especiales, 
a establecimientos penitenciarios especializados o a hospitales civiles. Cuando el 
establecimiento disponga de servicios internos de hospital, éstos estarán provistos del 
material, del instrumental y de los productos farmacéuticos necesario para proporcionar a 
los reclusos enfermos los cuidados y el tratamiento adecuados. Además, el personal 
deberá poseer suficiente preparación profesional. 
3) Todo recluso debe poder utilizar los servicios de un dentista calificado. 
 
 
24. El médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea posible después de su 
ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en particular para determinar la 
existencia de una enfermedad física o mental, tomar en su caso las medidas necesarias; 
asegurar el aislamiento de los reclusos sospechosos de sufrir enfermedades infecciosas o 
contagiosas; señalar las deficiencias físicas y mentales que puedan constituir un obstáculo 
para la readaptación, y determinar la capacidad física de cada recluso para el trabajo. 
25. 1) El médico estará de velar por la salud física y mental de los reclusos. Deberá 
visitar diariamente a todos los reclusos enfermos, a todos los que se quejen de estar 
enfermos y a todos aquellos sobre los cuales se llame su atención.  
26. 1) El médico hará inspecciones regulares y asesorará al director respecto a: a) La 
cantidad, calidad, preparación y distribución de los alimentos; b) La higiene y el aseo de 
los establecimientos y de los reclusos; c) Las condiciones sanitarias, la calefacción, el 
alumbrado y la ventilación del establecimiento; d) La calidad y el aseo de las ropas y de la 
cama de los reclusos; e) La observancia de las reglas relativas a la educación física y 
deportiva cuando ésta sea organizada por un personal no especializado. 
De manera que, el Estado debe proporcionar la atención médica adecuada a los penados, 
teniendo en cuenta profesionales calificados para la prestación de los servicios médicos y 
psicológicos que suplan las necesidades de la población privada de la libertad, para 
garantizar el derecho a la salud y los derechos relacionados con este como la vida en 
condiciones dignas, trato justo, y la integridad personal.  
También, es importante tener en cuenta que el Estado debe permitir y facilitar la 
atención oportuna a las personas privadas de la libertad, cuando se encuentren en un estado 
 
 
de salud en el que se requiera de un tratamiento específico para tratar la enfermedad. Es 
decir, que el estado tiene el deber de proveer a los detenidos la revisión médica, atención y 
tratamientos adecuados para las necesidades específicas que se presenten. 
Por otra parte, la Organización Mundial de Naciones Unidas (2006) establece en su 
Constitución que “La salud es un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no 
solamente la ausencia de afecciones o enfermedades. El goce del grado máximo de salud 
que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano” (pág. 1). 
Entonces, para que este derecho sea efectivo se deben tener en cuenta los aspectos 
contemplados a partir de lo consagrado en los tratados, pactos y convenios ratificados por 
Colombia en el marco de los Derechos Humanos, por cuanto, ofrecen los conceptos 
jurídicos necesarios para instituir las estrategias pertinentes que mejoren las condiciones de 
la prestación del servicio de salud para las personas privadas de la libertad. 
En este sentido, el derecho penitenciario, es una relación de poder que se da dentro de la 
sociedad como mecanismo de control y que atiende necesariamente al modelo de estado, 
por cuanto se funda en los principios rectores contemplados a partir de la carta política, 
para definir los límites al ejercicio de tales atribuciones sancionatorias.  
De esta manera, la Constitución Política de Colombia (1991) señala que Colombia es un 
estado social de derecho, el cual se funda en torno al trato justo, igual y en condiciones 
dignas para todos sus integrantes. En lo concerniente, a la dignidad humana encontramos 
que se trata de un derecho fundamental que permite el reconocimiento a la autonomía 
 
 
personal y que a su vez otorga un grado de seguridad personal, debido a que evita todo tipo 
de trato degradante, consecución de sanciones desproporcionadas y pena de muerte.  
Al respecto, el constituyente estableció en el artículo 12 de la Constitución Política 
(1991) al decir que “Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes.” 
Así mismo, el desarrollo del derecho a la dignidad humana, dentro del derecho 
penitenciario es uno de los ejes principales debido a que este se considera como un límite 
que construye la estructura normativa, por cuanto se trata del fundamento de los derechos 
humanos y que genera una protección especial para las personas privadas de la libertad, al 
tratarse de un derecho inherente a la condición humana. Este derecho es el sustento a través 
del cual rige la actividad jurídica penitenciaria, garantizando los servicios mínimos vitales 
que suplan las necesidades de los reclusos en la cárcel.  
En este sentido, según la Corte Constitucional en Sentencia T-815 (2013)  
El principio de dignidad humana, el cual radia todo el ordenamiento constitucional 
colombiano goza también de un contenido prestacional que exige a las autoridades de la 
República involucradas, la adopción de políticas públicas en este caso penitenciarias y 
carcelarias que conlleven a garantizar a los internos las condiciones mínimas de vida 
digna y subsistencia. Lo anterior, por cuanto al estar privados de la libertad bajo 
relaciones de especial sujeción con el Estado les imposibilita adquirir por si mismos tales 
mínimos de dignidad humana.  
 
 
En consecuencia, le corresponderá a las entidades estatales correspondientes, 
entiéndase Gobierno Nacional Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio de 
Hacienda, Departamento de Planeación Nacional e Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario INPEC, evitar la prolongada y continua vulneración de derechos 
fundamentales de los reclusos, ya que el Estado termina siendo el principal responsable de 
proporcionar las condiciones básicas para la vida digna de una persona recluida a su cargo 
en un establecimiento carcelario, máxime cuando la dignidad humana como derecho se 
conserva intocable sin limitaciones de ningún orden o circunstancia. (pág. 31) 
Por tanto, dentro de la condición de las personas privadas de la libertad es necesario que 
para que sean efectivos sus derechos, el estado debe asumir un soporte fundamental a nivel 
económico y de orden presupuestal; que permita el cumplimiento de las políticas que rigen 
la materia. Con el fin de resocializar a los penados, dado que de acuerdo con las diferentes 
crisis que afrontan las cárceles como el hacinamiento, el sistema no suple los 
requerimientos necesarios en cuanto a los servicios de salud, educación, seguridad y 
bienestar, que constituyen una transgresión directa sobre la integridad personal de los 
reclusos.  
De acuerdo con lo anterior, se presenta una transgresión masiva sobre los derechos de 
los reclusos; lo cual se ha evidenciado en multiplicidad de casos que muestran la crisis que 
se ha venido presentando dentro del sistema; lo cual responde a la ausencia de política 
criminal y penitenciaria por parte del Estado y a las fallas estructurales de los 
establecimientos penitenciarios y carcelarios. Al respecto, la corte constitucional se ha 
pronunciado mediante varias de sus sentencias en las cuales ha declarado un estado de 
 
 
cosas inconstitucionales sobre el estado en el cual se encuentran los establecimientos 
carcelarios de las que hablaremos consecutivamente, las sentencias T 153 (1998) y T 388 
(2013), en las cuales, consideró que las fallas existentes eran de “carácter estructural 
requieren de una colaboración armónica entre las entidades del Estado”.  
Por su parte, las sentencias mencionadas anteriormente, son consideradas un referente 
jurisprudencial significativo, porque a partir de ellas se mostró el panorama respecto de la 
crisis penitencia y carcelaria que asumía el país en correspondencia con el hacinamiento y 
la vulneración de derechos masivos que se presentaban y que continúa hasta la actualidad. 
     Por consiguiente, la Corte Constitucional en sentencia T- 153 (1998), consideró que 
 Las condiciones de hacinamiento impiden brindarles a todos los reclusos los medios 
diseñados para el proyecto de resocialización (estudio, trabajo, etc.). Dada la imprevisión 
que ha reinado en materia de infraestructura carcelaria, la sobrepoblación ha conducido a 
que los reclusos ni siquiera puedan gozar de las más mínimas condiciones para llevar una 
vida digna en la prisión, tales como contar con un camarote, con agua suficiente, con 
servicios sanitarios, con asistencia en salud, con visitas familiares en condiciones 
decorosas, etc. De manera general se puede concluir que el hacinamiento desvirtúa de 
manera absoluta los fines del tratamiento penitenciario. (pág. 63)  
Posteriormente, en la sentencia T- 388 de 2013, la Corte Constitucional (2013) 
reconoció que los esfuerzos de la infraestructura penitenciaria que se dio a partir de la 
sentencia T 153 de 1998 mostraron notorios cambios en cuanto a la ampliación de la 
cobertura. Sin embargo, la Corte insiste una vez más, en la necesidad de la creación de una 
política criminal para el Estado Colombiano, que se ajuste a los estándares y esquemas de 
 
 
protección para las personas privadas de la libertad; a partir de los derechos consagrados en 
la carta política y del bloque de constitucionalidad. Teniendo en cuenta, que desde esa 
perspectiva se pueden lograr resultados más sostenibles.  
Así mismo, la Corte (2013) en la referida sentencia encontró una transgresión grave y 
sistemática del derecho a la salud y considero que “El estado de salud personal, que de por 
sí se ve amenazado por la reclusión, está expuesto a graves riesgos cuando, además, existen 
condiciones insalubres, sin higiene y con la posibilidad de sufrir agresiones a la integridad 
física y mental” 
 En relación con lo anterior, se encuentra que sistema penitenciario y carcelario esta  
inmersos en una crisis de tipo estructural, debido a que no cumplen con los requerimientos 
básicos necesarios para que se dé una efectiva protección sobre los derechos de los 
penados, contexto que constituye nuevamente un estado de cosas inconstitucionales debido 
a la transgresión de derechos fundamentales que se presentan y no cumple con los 
principios fundantes sobre los cuales se rige el estado social de derecho. 
El derecho a la salud se caracteriza por las dos facetas que se encuentran estrechamente 
ligadas, primero se trata de un derecho fundamental, condición que configura su carácter de 
irrenunciable. Como segundo aspecto, el cual ya hemos mencionado anteriormente se trata 
de un servicio público que goza de vigilancia del estado. El cual se encuentra en el artículo 
49 de la Constitución del 91, en el que se establece que la prestación del servicio de salud y 
saneamiento ambiental se encuentra a cargo del Estado. En este sentido, Constitucion 
Politica de Colombia (1991) en su articulo 49, considera que:  
 
 
La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del 
Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud.  Corresponde al Estado organizar, dirigir y 
reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento 
ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 
Por tanto, para que pueda dar la prestación del servicio de salud, este implica el acceso 
oportuno, de calidad y en igualdad de condiciones para todas las personas y de esta manera, 
establecer la satisfacción de otros derechos vinculados con su realización efectiva, como 
ocurre con la alimentación adecuada, saneamiento y el agua potable. Por ello, para el 
Congreso de la Republica de Colombia (2015)  en la Ley 1751, el sistema de salud “Es el 
conjunto articulado y armónico de principios y normas; políticas públicas; instituciones; 
competencias y procedimientos; facultades, obligaciones, derechos y deberes; 
financiamiento; controles; información y evaluación, que el Estado disponga para la 
garantía y materialización del derecho fundamental de la salud” declarada exequible por la 
Corte Constitucional en la sentencia C 634 de 2015 
 A partir de los desarrollado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional (2017)  y lo 
establecido en la Ley 1751 de 2015, la salud es un derecho fundamental que se define como 
“la facultad que tiene todo ser humano de mantener la normalidad orgánica funcional, tanto 
física como en el plano de la operatividad mental, y de restablecerse cuando se presente una 
perturbación en la estabilidad orgánica y funcional de su ser”. Para esta Corporación, el 
derecho a la salud se debe garantizar en condiciones de dignidad dado que su 
materialización resulta indispensable para el ejercicio de otros derechos fundamentales. 
 
 
Para abordar el derecho a la salud, desde la óptica del sistema penitenciario y carcelario 
es necesario tener en cuenta que se trata de la salvaguarda de un derecho fundamental, el 
cual tiene un carácter universal, inalienable e indivisible, que además afectan otros 
derechos interrelacionados con este.  
Sin embargo, frente a la prestación del servicio de salud, se presentan continuas 
trasgresiones entorno a los derechos humanos debido a la falta de prestación del servicio de 
salud lo cual atenta contra la dignidad de las personas, al tener en cuenta, que al dejar de 
proteger un derecho este afecta otros derechos conexos con este debido a la relación de 
dependencia entre unos y otro. En este sentido, al dejar de proteger el derecho a la salud, se 
vulnera simultáneamente el derecho a la integridad e incluso a la vida, dependiendo de la 
gravedad de la enfermedad. 
Por tal motivo, la corte constitucional ha tenido que intervenir en esta materia regulando 
de manera trascendental el abordaje de la situación crítica de los centros penitenciaros y 
carcelarios del país, debido a la vulneración masiva y generalizada de los derechos 
constitucionales sobre una parte significativa de las personas privadas de la libertad y la 
omisión de las autoridades que se presenta entorno al cumplimiento de sus funciones para 
garantizar estos derechos.  
Para analizar la dimensión de las diferentes problemáticas que se presentan en torno a la 
vulneración de los derechos de los reclusos en las cárceles, la Corte Constitucional ha 
declarado en dos ocasiones, el estado de cosas inconstitucionales, en las sentencias T-153 
(1998) y T-388 (2013) y reiterado, a través de la sentencia T 762 (2015).  Por su parte, 
 
 
debido a las condiciones de hacinamiento de las cárceles colombianas, estas no permiten 
que las personas privadas de la libertad obtengan el goce efectivo de sus derechos y 
protección necesaria sobre los derechos fundamentales y a su vez impide el fin del 
tratamiento penitenciario es decir la resocialización, por cuanto carecen de la 
infraestructura adecuada con relación a la sobrepoblación.  
Tal y como lo reitera la Corte Constitucional (1998) en sentencias T-153: 
De manera general se puede concluir que el hacinamiento desvirtúa de manera 
absoluta los fines del tratamiento penitenciario. Con todo, la Corte quiere concentrar su 
atención en una consecuencia que considera de mucha gravedad, cual es la de que la 
sobrepoblación carcelaria impide la separación de los internos por categorías. En efecto, 
la ley ordena que los sindicados estén separados de los condenados; que los reincidentes 
de los primarios, los miembros de la Fuerza Pública, los funcionarios públicos y los 
indígenas de los demás reclusos, etc. (pág. 64) 
Por su parte, esta misma Corporación en sentencia T- 388 (2013), hace evidente la crisis 
que asume el estado y dice que: 
A la violencia en el encierro en la región, se suma la violación grave y sistemática del 
derecho a la salud. El estado de salud personal, que de por sí se ve amenazado por la 
reclusión, está expuesto a graves riesgos cuando, además, existen condiciones insalubres, 
sin higiene y con la posibilidad de sufrir agresiones a la integridad física y mental.  La 
falta de protección a grupos especiales de la población como las mujeres, los hijos de 
mujeres en prisión o las personas extranjeras, también son un mal que afecta a la región 
latinoamericana. Los derechos de estos grupos diferenciales suelen ser desatendidas ante 
 
 
la falta de recursos y la incapacidad de atender, al menos, al grueso de la población.  Las 
situaciones descritas a nivel regional guardan clara relación con los hechos que ocurren en 
varias cárceles de Colombia. (pág. 98) 
De esta forma, el problema que asume el sistema penitenciario no solo se trata de un 
asunto de orden público, si no, que encierra una óptica mucho más amplia dado la 
vulneración que permanece entorno a los derechos humanos que se da en las cárceles. Que 
debe asumir tanto el INPEC para adoptar la solución pertinente y trabajar de forma 
armónica con las ramas y órganos y entidades del poder público y la creación de una 
política criminal de estado.   
Por otra parte, es importante mostrar las diferentes discusiones que se han dado sobre las 
trasgresiones en el sistema penitenciario y carcelario colombiano, los cambios 
significativos y las orientaciones teóricas entorno al fenómeno materia de estudio, que se 
presentan en cuanto a la intervención de organismos internacionales dado los tratados de 
derechos humanos ratificados por Colombia y las diversas transformaciones dadas en 
ámbito nacional.  
De esta forma, al estar constituida Colombia como un estado social de derecho, la 
dignidad humana como presupuesto de los derechos humanos debe respetarse desde la 
misma óptica para las personas privadas de la libertad. Respecto a lo anterior, Restrepo 
(1993) considera que: 
En una sociedad justa, es obvio, que los controles sociales del desviado solo podrán ser 
legítimamente ejercidos dentro del más absoluto respeto de la dignidad humana. Así lo 
 
 
reconoce formalmente, el artículo 3 del código de procedimiento penal vigente, al 
consagrar como norma rectora el reconocimiento de la dignidad humana, en los siguientes 
términos: “Toda persona a quien se atribuya la comisión de un hecho punible, tiene 
derecho a ser tratada con el respeto debido a la dignidad humana”. 
Por consiguiente, encontramos un informe realizado por el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas sobre la Proteccion de Derechos Humanos (2001) en Colombia, que surge 
a partir de la misión internacional realizada en 2001, en el que reunieron a expertos 
independientes con el fin de construir un informe técnico y jurídico sobre la situación 
carcelaria, que permitiese identificar los hechos violatorios de derechos humanos y hacer 
recomendaciones para superarlos y prevenirlos. En este informe se estableció, en cuanto a 
la atención y prestación el servicio de salud en los establecimientos penitenciarios y 
carcelarios lo siguiente: 
La Misión constató graves deficiencias en materia de sanidad y servicios de salud en 
todas las cárceles y penitenciarías visitadas, incluyendo problemas de insalubridad e 
inadecuada atención médica que con frecuencia impiden responder a las necesidades 
básicas de salud de los internos. Por ejemplo, la Misión constató que las deficiencias 
sanitarias y el suministro irregular de agua, así como la baja calidad de esta para el 
consumo humano, afectan a la mayoría de los establecimientos carcelarios y 
penitenciarios del país. La Misión nota con grave preocupación la frecuente falta de 
atención y respuesta adecuada por parte de las autoridades del INPEC a las numerosas y 
fundamentadas denuncias de graves deficiencias sanitarias en los establecimientos bajo su 
responsabilidad. Por ejemplo, la alcaldía de Bucaramanga denunció, tras una inspección a 
la cárcel de Distrito Judicial Modelo de dicha ciudad, que varios pabellones e 
 
 
instalaciones del mismo, incluyendo la enfermería, presentan serias deficiencias sanitarias 
e incluso ordenó, a mediados de octubre de 2001, el cierre sanitario del pabellón o 
comunidad 3 de dicho establecimiento. 
La Misión constató, durante su visita a dicho centro, el 16 de octubre, la persistencia 
de las condiciones denunciadas y el incumplimiento de dicha orden. Cabe acotar que la 
Misión considera que las deplorables condiciones sanitarias observadas en dicho centro 
son similares a las constatadas en casi todos los demás establecimientos visitados por la 
misma. La mayoría de los centros carcelarios y penitenciarios carecen de programas de 
salud preventiva, de prevención y tratamiento de adicciones, de primeros auxilios, de 
seguridad industrial, de salud ocupacional y de saneamiento ambiental. 
La Misión pudo constatar la veracidad y extensión de este problema. Efectivamente, en 
absolutamente todos los centros carcelarios y penitenciarios visitados la Misión recogió 
fundadas quejas por parte de los internos sobre largas demoras en la prestación de 
servicios médicos, incluyendo las remisiones para la atención médica especializada. (pág. 
20) 
De acuerdo, a los aspectos señalados anteriormente por la misión, se evidencia que el 
derecho a la salud en los establecimientos penitenciarios es vulnerado de forma sistemática, 
debido a la ineficacia y el retraso que se dan entorno a la falta de prestación del servicio, 
carencia de medicamentos necesarios para atender a las personas privadas de la libertad, 
atención tardía en muchos casos y la carencia de campañas de prevención, teniendo en 
cuenta la proliferación de enfermedades que se puede presentar en la población recluida en 
las cárceles.  
 
 
En consecuencia, se presenta una violación masiva que compromete al estado, debido al 
incumplimiento de las obligaciones que se encuentran vigentes en el ordenamiento 
normativo consagrados en la carta política del 91 y los tratados ratificados por Colombia; 
de proteger la vida, integridad física, dignidad, seguridad jurídica de las personas privadas 
de la libertad y de permitir la resocialización social de la persona que cometió la conducta 
punible.  En relación con lo anterior, en el Alto Comisionado (2001) explicó en el referido 
informe, que:  
(…) A pesar de la existencia de numerosos, detallados y actualizados informes sobre la 
situación penitenciaria y carcelaria preparados por instancias del poder ejecutivo, 
legislativo y judicial, la Defensoría del Pueblo, las entidades intergubernamentales, 
académicas y no gubernamentales, en su mayoría coincidentes con el presente Informe, el 
Estado colombiano, a través de sus instituciones directamente responsables, no ha 
adoptado medidas efectivas para resolver la situación, entre las que están incluidas la 
debida aplicación de las leyes vigentes y de la normativa internacional en materia de 








Comportamiento del derecho a la salud en los centros penitenciarios y carcelarios 
 
Esta investigación es de tipo analítico, debido a que se analizó la prestación del servicio 
de salud en los establecimientos penitenciarios y carcelarios, a partir del estudio de las 
sentencias de revisión de tutela; en el que se identificaron las condiciones en las que se 
presta el servicio, con el fin de establecer si el estado cumple con los fines establecidos en 
la carta política, la protección de los derechos fundamentales y los tratados ratificados en el 
marco de los derechos humanos.  
En esta investigación, se aplicó el método cualitativo, debido a que se busca comprender 
el comportamiento de la vulneración del derecho a la salud de las personas privadas de la 
libertad. A través, de la recaudación de información de la técnica de tipo documental, ya 
que se realizó un análisis del fenómeno a partir del estudio de la jurisprudencia proferida 
por la corte constitucional, con relación a los casos, libros, artículos de revistas indexadas e 
investigaciones realizadas con anterioridad sobre el tema.   
Además, se trata de una observación no participativa. Por cuanto, se desarrolla un 
estudio de casos sobre las sentencias de la corte, en relación con la prestación del servicio 
de salud en el sistema penitenciario.  Respecto a las fuentes de la investigación estas son de 
tipo secundario, debido a que se reunieron datos escritos, tanto físico como virtual en los 
 
 
que encontramos: libros, artículos, revistas e informes realizados por las entidades que 
protegen los derechos humanos.  
Para dar continuidad, al estudio sobre los derechos de la población penitencia es 
necesario tener en consideración que la salud se puede estudiar a partir de la esfera del 
derecho, al considerar la relación existente entre el derecho a la salud con otros derechos y 
por otra parte desde un punto de vista social, teniendo en cuenta que es un elemento 
esencial para el tejido social debido a la inclusión de las personas en su entorno. 
 Por tal motivo, es trascendente que el estado genere una distribución adecuada entorno a 
la prestación del servicio a la salud; en el que se disponga el presupuesto que supla de 
manera íntegra la atención tanto física y psicológica que se requiera, en cada caso en 
particular y a su vez que incluya a toda la población. 
 Ahora bien, según la Organizacion Mundial de la Salud - OMS (2013), bajo una 
dimensión positiva establece que “la salud es un estado de completo bienestar físico, mental 
y social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades”. Es decir, se adopta un 
concepto integro sobre la salud en el que incluye las condiciones; mentales, corporales y de 
adaptación social. 
De ahí, que la salud sea considerada como un derecho, debido a que este incluye 
diferentes posiciones a nivel personal, social y en cuanto a las relaciones que establece la 
persona con el medio en el que vive.  Al respecto, De la Torres (1984) dice que:  
El tema del contenido del derecho a la salud tiene una gran importancia en la medida 
en que a partir de este se definen los lineamientos de garantía del mismo. En este sentido, 
 
 
resulta necesario, antes de emprender la argumentación por la defensa del derecho, tener 
claro cuáles son los objetivos que este persigue y los parámetros, que lo determinan. Los 
contenidos de un derecho son, básicamente, las características que lo definen; así 
encontramos que en materia de salud estas son consecutivamente la universalidad, 
igualdad, gratuidad y la equidad. Estos últimos tienen la labor de determinar el desarrollo 
de los sistemas de prestación del servicio de salud. (pág. 304) 
Este sistema que atiende a los parametros dados por organismos internacionales de 
financiacion del estado según lo dicho por Jiménez (2009)  al manifiestar sobre este aspecto 
que 
Este sistema, se basó en un modelo de aseguramiento, respondiendo así a criterios 
dados por organismos de financiamiento multilaterales, tales como el Banco Mundial, el 
Fondo Monetario Internacional y el Banco Interamericano de Desarrollo, los cuales 
impulsaron la implementación de los lineamientos condensados en el denominado 
consenso de Washington.  
(…) Como resultado, el modelo colombiano se ha centrado en resultados económicos y 
no en resultados de salud, lo que ha llevado al aumento de la carga de la enfermedad y a la 
negación del acceso a los servicios, lo que ha generado una constante vulneración al 
derecho a la salud. (pág. 107) 
En cuanto a lo anterior, estos principios se incluyen en la normatividad colombiana 
establecida, a partir, del artículo 49 de la Constitución Política, cuando este estable en el 
inciso segundo  
 
 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de 
salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de 
servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. 
En atención, a la protección que tiene el derecho a la salud, tanto en el ordenamiento 
jurídico vigente como en los tratados y convenios ratificados en materia de derechos 
humanos.  
Además, el derecho a la salud retoma una dimensión trascendental, a partir de los 
cambios que se presentan en la jurisprudencia colombiana emitida por la corte 
constitucional, debido a que primero se consideraba que las condiciones de salud guardaban 
conexidad con el derecho a la vida y al principio rector de los derechos humanos, la 
dignidad humana; razón por la cual se prevalecía anteriormente este derecho a través de la 
acción de tutela.  
Sin embargo, se presenta una transición que cambia la concepción tradicional en que se 
el derecho a la salud al considerarlo fundamental. Según la Corte Constitucional (2015) este 
derecho tiene la particularidad que contiene el derecho a la salud: 
 La salud tiene dos facetas distintas, que se encuentran estrechamente ligadas: por una 
parte, se trata de un servicio público vigilado por el Estado; mientras que, por la otra, se 
configura en un derecho que ha sido reconocido por el legislador estatutario como 
fundamental, de lo que se predica, entre otras, su carácter de irrenunciable. Además de 
dicha condición, se desprende el acceso oportuno y de calidad a los servicios que se 
requieran para alcanzar el mejor nivel de salud posible. (pág. 20)  
 
 
En cuanto, al aspecto público de la que habla la sentencia encontramos que el Ministerio 
de Salud (2018) la define como: “La Salud Pública, es la responsabilidad estatal y 
ciudadana de protección de la salud como un derecho esencial, individual, colectivo y 
comunitario logrado en función de las condiciones de bienestar y calidad de vida”. De esta 
forma, la prestación y garantía del servicio de salud es uno de los aspectos sociales más 
importantes que integran la salud de la población colombiana y que debe estar encaminada 
directamente a tratar las enfermedades, brindar la atención oportuna y los medicamentos 
necesarios que cumplan las condiciones específicas con respecto a las necesidades de cada 
patología. Así mismo es importante desarrollar políticas de prevención para prevenir las 
enfermedades y generar esfuerzos pertinentes que atiendan las problemáticas que se dan en 
la salud para conseguir un nivel adecuado de vida. 
Ahora bien, respecto a la pregunta problema formulada en la investigacion, ¿El estado 
garantiza los derechos a la dignidad humana y a la salud para las personas privadas de la 
libertad?  Encontramos que la crisis que asume el sistema penitenciario y carcelario 
constituye una amenaza contra el derecho fundamental de la salud de los reclusos, en tanto 
que están expuestos a la proliferación de enfermedades que se da debido al hacinamiento, la 
prestación del servicio de salud de forma inadecuada y los tratamientos tardíos en atención 
a las enfermedades que presenta la población privada de la libertad.  
 La Corte Constitucional (2013)  a tarves de sentencia T 266 ha manifestado:  
En cuanto al derecho a la salud, la jurisprudencia ha establecido que no puede ser 
suspendido ni restringido como consecuencia de la privación de la libertad, en razón a que 
el recluso no puede por sí mismo afiliarse al Sistema General de Seguridad Social, ya sea 
 
 
en el régimen contributivo o subsidiado, ni pagar los costos de los servicios requeridos. 
Por esto, y teniendo en cuenta la relación de especial sujeción, el Estado tiene la 
obligación de garantizar que los servicios que implica este derecho sean eficazmente 
proporcionados a través del INPEC y de los directores de los lugares de reclusión. la 
jurisprudencia constitucional ha reiterado que el Estado tiene un deber de solidaridad 
respecto de las personas que se encuentran bajo su potestad, en el entendido de que no 
puede apartarse de la obligación de prestar los servicios de salud de los internos 
justificándose en que no se encuentran recluidos en los centros penitenciarios y 
carcelarios, ya que su compromiso “se extiende al mantenimiento de las condiciones 
óptimas de vida de quien enfermó bajo su custodia”. Por tanto, le corresponde, además, 
garantizar el derecho a la salud de las personas que se encuentran en detención 
domiciliaria por motivo de enfermedad ocurrida durante la privación de la libertad. De lo 
anterior se desprende la obligación del Estado de garantizar a todos los individuos en 
igualdad de condiciones la prestación del servicio de salud, máxime cuando se trata de 
personas que se encuentran en situación de debilidad manifiesta como consecuencia de 
hallarse bajo el cuidado de las instituciones penitenciarias y/o carcelarias, siendo estas 
últimas las encargadas de velar para que se le brinde a la población reclusa un servicio de 
salud eficiente y oportuno, sin ningún tipo de barreras administrativas ni económicas, 
facilitando el acceso a servicios, tratamiento y medicamentos, que permitan llevar una 
vida en condiciones dignas durante el tiempo que dure la detención intramuros e inclusive 
la domiciliaria. (pág. 38) 
Sin embargo, al abordar el tema de la prestación del servicio en torno a los 
establecimientos penitenciario y carcelarios, se presentan múltiples falencias en cuanto a la 
protección de derechos en los cuales no se da una prestación del servicio acorde a la 
 
 
población, para que se atiendan los requerimientos hacia el tratamiento, terapias y entrega 
de los medicamentos que traten las enfermedades de las personas privadas de la libertad.  
Puesto que se evidencia que la realidad de las cárceles es diferente a los planteamientos 
hechos sobre derechos humanos.  
 De igual manera, Hernández (2000) indica sobre dicha situación que: 
En Colombia se ha acumulado una frustración colectiva en la garantía del derecho a la 
salud para todos, a pesar de los balances optimistas de la reforma a la seguridad social 
colombiana. La tendencia histórica apunta a una fragmentación del sistema de servicios de 
salud según la capacidad de pago de las personas: atención para pobres, para trabajadores 
formales y para ricos, con serias diferencias en oportunidad y calidad. (pág. 121) 
De esta manera, las condiciones en las cuales se encuentran los establecimientos 
carcelarios y penitenciarios en relación con los derechos de las privadas de la libertad 
constituyen una continua transgresión a los derechos humanos y fundamentales. Situación 
que se refleja, a través, de un gran número de casos analizados por la corte constitucional y 
que evidencian el incumplimiento de los entes estatales para cumplir con los fines del 
estado y brindar una garantía real de protección en los centros de reclusión colombianos. 
De esta forma, encontramos según la Corte Constitucional (1998) en sentencia T 153 
maniefiesta sobre las carceles colomboianas que: 
 
(…) se caracterizan por el hacinamiento, las graves deficiencias en materia de servicios 
públicos y asistenciales, el imperio de la violencia, la extorsión y la corrupción, y la 
 
 
carencia de oportunidades y medios para la resocialización de los reclusos. Esta situación 
se ajusta plenamente a la definición del estado de cosas inconstitucional. Y de allí se 
deduce una flagrante violación de un abanico de derechos fundamentales de los internos 
en los centros penitenciarios colombianos, tales como la dignidad, la vida e integridad 
personal, los derechos a la familia, a la salud, al trabajo y a la presunción de inocencia, 
etc. Durante muchos años, la sociedad y el Estado se han cruzado de brazos frente a esta 
situación, observando con indiferencia la tragedia diaria de las cárceles, a pesar de que 
ella representaba día a día la transgresión de la Constitución y de las leyes. Las 
circunstancias en las que transcurre la vida en las cárceles exigen una pronta solución. En 
realidad, el problema carcelario representa no sólo un delicado asunto de orden público, 
como se percibe actualmente, sino una situación de extrema gravedad social que no puede 
dejarse desatendida. Pero el remedio de los males que azotan al sistema penitenciario no 
está únicamente en las manos del INPEC o del Ministerio de Justicia. Por eso, la Corte 
tiene que pasar a requerir a distintas ramas y órganos del Poder Público para que tomen 
las medidas adecuadas en dirección a la solución de este problema. (pág. 77) 
Adicionalmente, Segura (2010)) considera que “es importante tener claro que, aunque el 
hacinamiento existente en los centros de reclusión colombianos ha sido constantemente 
relacionado con la violación del derecho a un trato humano digno” (Como se cita en  
Cesano & Reviriego, 2010). En este sentido, de acuerdo con Segura, se encuentra que el 
hacinamiento carcelario es uno de los factores que impiden un tratamiento en condiciones 
dignas para las personas privadas de la libertad, debido a la vulneración que se da en torno 
a los derechos fundamentales, que se presentan en el contexto prestación del servicio de 
salud, alimentación, salubridad, higiene e infraestructura precaria.  
 
 
Por su parte, Orrego (2001) en su libro sobre el drama humano en las cárceles 
colombianas, hace una crítica sobre las condiciones a las cuales están sometidas las 
personas privadas de la libertad debido a la transgresión masiva de derechos humanos, las 
cuales cataloga como tratos crueles y degradantes entorno a la dignidad humana, al respecto 
dice que:  
Las violencias que se ejercen contra las personas privadas de la libertad denotan la 
autonomía que presenta el sistema carcelario en relación al sistema judicial y al andamiaje 
constitucional. Los tratos crueles, inhumanos y degradantes son un indicativo claro que en 
las cárceles impera las leyes (si se puede llamar así) del garrote, la arbitrariedad, y la 
humillación. En las cárceles no existen normas, sino castigos crueles y la disciplina 
impuesta por la fuerza. 
Dicho lo anterior, las implicaciones de la no aplicación y ejercicio cabal de los derechos, 
es una de la situación que afronta el sistema carcelario, debido a las irregularidades que se 
dan en gran medida por la inoperancia para solucionar tanto la crisis del hacinamiento 
como la corrupción que se da en el interior de las cárceles.  
De acuerdo con lo anterior, la ausencia de una política criminal, en la que se establezca 
los lineamientos a través de los cuales se genere la resocialización y rehabilitación acorde 
con una legislación penal que atienda las nuevas problemáticas sociales que se presentan y 
las deficiencias en la administración de justicia, son aspectos que se suman a la incompleta 
e irregular atención en las cárceles. Por cuanto el Ministerio de Salud de Argentina 
(Ministerio de Salud, 2003) explica que: 
 
 
 Un gran porcentaje de la población privada de la libertad proviene de áreas 
marginales, cuyas condiciones están enmarcadas en una cultura caracterizada por la 
pobreza, el desempleo, la violencia, las adicciones, y la inasistencia sanitaria. El sistema 
de detención opera como un círculo vicioso para esta población, en tanto queda marginada 
nuevamente por las características propias de un sistema de vigilancia constante, 
coercitivo, con sobrepoblación, alimentación y atención sanitaria inadecuados, generador 
de promiscuidad, violencia, ocio, enfermedades, y lo que es peor, un sistema que por 
diversas razones no ha desarrollado estrategias educativas que permitan a dicha población 
una reinserción en la sociedad. (pág. 11) 
En consecuencia, el estado debe generar las políticas que atiendan las problemáticas que 
se dan en las cárceles por la sobrepoblación debido a que este contexto facilita la 
propagación de enfermedades o en otros casos empeoran las condiciones de salud de las 
personas que ya tienen una enfermedad; dado el incumplimiento por parte de las entidades 




Comportamiento del derecho a la salud en los centros penitenciarios y carcelarios 
 
     Diferentes sujetos internacionales conciertan la línea de que el Estado debe brindar una 
atención médica oportuna, posible y veraz a las personas que se encuentran en detención 
intramural, la razón de lo anterior es que aquellas personas se encuentran en un estado de 
indefensión y el Estado es el responsable de su subsistencia.  
     Un caso importante que se presenta también en Colombia es el síndrome de la 
inmunodeficiencia Humana, que además está en gran parte de la población carcelaria 
debido a las precarias condiciones de higiene, salubridad y demás que se tienen, es bastante 
difícil sobrellevar una enfermedad tan delicada como esta. 
     En el caso A.B. contra Rusia se expuso que la celda dentro de la cual estuvo 
recluido carecía de ventilación y calefacción, nunca contó con un tratamiento 
antiviral y además no fue admitido en un hospital por este motivo la Corte Europea 
de Derechos Humanos estimó la violación del artículo 3°. (prohibición de tratos 
inhumanos y degradantes), debido a que el demandante durante su detención no 
recibió ninguna clase de vigilancia médica ni control para la enfermedad de VIH 
que padecía. (Sánchez, 2016, p. 56) 
 
 
     En aras de verificar el comportamiento del derecho a la salud en los centros 
penitenciarios y carcelarios en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y, más 
específicamente, en relación con las obligaciones de los directores de los centros 
penitenciarios y carcelarios con respecto al derecho a la salud de los reclusos se aborda el 
problema jurídico: ¿Vulnera el Centro Penitenciario, el derecho a la salud del recluso 
cuando no se le concede el procedimiento médico solicitado? Dicho cuestionamiento 
jurídico se emprende en el entendido de que los hechos jurídicamente relevantes de las 
acciones de tutela integran dentro de su objeto del litigio la ausencia de certeza acerca del 
requerimiento solicitado por el accionante, bien porque no cuenta con orden del médico 
tratante, porque el galeno refuta la solicitud del recluso, o porque la entidad accionada ha 
adelantado acciones que parecen dar cumplimiento a las órdenes del médico tratante. 
      Resalta en el estudio de referencia, el hecho de que se analiza la jurisprudencia 
constitucional cuando la entidad accionada es el Centro penitenciario y carcelario, como 
quiera que tal dato sea diferenciador con respecto al abordaje del estudio de la garantía del 
derecho a la salud que pudiera corresponder con cargo a las EPS o a las Secretarias de 
Salud. No obstante, habrá algunos casos, como resulta lógico dentro del sistema de salud 
colombiano, en los que se podrán ver inmersas las mencionadas entidades, siempre que se 
encuentre vinculado el centro penitenciario, se reitera. En consonancia con lo anterior, se 
realiza el análisis de las sentencias rastreadas, de la siguiente manera: 
     La sentencia fundadora de línea jurisprudencial es la T-342 (1997) para que sea una 
sentencia de este tipo debe ser uno de los primeros pronunciamientos que la corte hace 
sobre la vulneración del derecho a la salud de los reclusos cerca a la fecha en que Colombia 
 
 
se convirtió en un Estado social de derecho; en este caso el accionante solicita que se le 
tutele el derecho a la salud garantizándole un traslado a centro de reclusión especializado y 
citas con médicos especialistas. En el caso objeto de estudio, se encontró demostrado que 
no existía vulneración alguna por cuanto había sido remitido a valoración médica cuantas 
veces lo había solicitado encontrándose que se trataba de una simulación o el llamado 
fenómeno de “somatización”, “y es por ello que magnifica la dolencia, si es que la tiene, y 
que, en caso de tenerla, no es tan grave como el paciente quiere hacerlo creer”, de 
conformidad con lo anterior, no se tutelan los derechos. 
     Por su parte, en sentencia T-606 (1998) es consolidadora de línea y quiere decir que en 
este punto la corte avanzó sobre la problemática iniciada, implementando decisiones y 
pronunciamientos importantes para la salud en las cárceles colombianas; el recluso solicita 
que se le realicen pruebas de imágenes diagnósticas que el centro penitenciario manifiesta 
no realizar teniendo en cuenta que el usuario no ha aportado historia clínica que demuestre 
presuntos achaques de salud previos a su ingreso al centro de reclusión.  
    En primera y segunda instancia, se negó la acción de tutela acogiendo lo manifestado por 
el INPEC, no obstante, la Corte Constitucional establece que “es el sistema carcelario el 
que tiene a su cargo, a falta de antecedentes y ante el hecho innegable de deficiencias 
acusadas en la salud del recluso” el que debe garantizarle los mecanismos necesarios para 
que reciba los cuidados médicos, asistenciales, terapéuticos o quirúrgicos, según sea el 
caso, con el objeto de garantizar la preservación de una vida digna.  
 
 
     Agrega, que negar la toma de una simple radiografía exigiéndole la historia clínica de la 
cual adolece, representa una negligencia del personal médico y las autoridades del centro, 
causando flagrante vulneración de sus derechos fundamentales. En consonancia, refiere un 
estado de cosas inconstitucionales en las cárceles del país, ampara el derecho a la salud y 
ordena prestar los servicios y la creación de un sistema de seguridad social que cobije a los 
reclusos. 
     La Corte Constitucional nos presenta una sentencia dominante la T-185 (2009) donde en 
un mismo escenario constitucional la corte constitucional decide sobre el tema siguiendo 
una misma línea de protección a las personas que se encuentran con privación de la 
libertad; analizando una situación de no remisión al especialista por falta de recursos para 
renovar el convenio interinstitucional para tal fin, señala que no le es dable al estado dejar 
de garantizar la prestación efectiva del derecho a la salud en atención a trámites 
administrativos teniendo en cuenta que la salud es un derecho esencial para la existencia 
misma del individuo, por lo que debe emplear todos los mecanismos para garantizarla. Es 
menester señalar que la acción de tutela se negó en primera instancia por falta de pruebas 
de la afectación al derecho a la salud. 
    Contrario sensu, la sentencia confirmadora de principio es simplemente la continuidad 
del ordenamiento brindado por la corte constitucional en la T-804 (2010), el alto tribunal se 
abstiene de tutelar el derecho a la salud del recluso alegando que como quiera que el 
afiliado se encuentra adscrito a una EPS, atendiendo lo normado en ley 1122 de 2007 y 
Decreto reglamentario 1141 de 2009, le corresponde solicitar sus servicios de salud es a la 
 
 
entidad aseguradora en salud a la cual permanece vinculado e insta al INPEC a abstenerse 
de realizar actos tendientes a dificultar la atención médica requerida por el peticionario. 
    En sentencia T-377 (2012) tiende a ser dominante ya que la corte analiza la situación de 
dos reclusos, el primero afirma ser atendidos por el médico del centro penitenciario, el cual 
recomendó un traslado para garantizar diagnóstico con especialidad psiquiátrica que se 
escapa de la infraestructura médica del lugar. El segundo, que no le entregan 
oportunamente los medicamentos prescritos por su médico tratante. En ambos casos, 
sentencias de única instancia se abstuvieron de tutelar el derecho, conminando al centro 
penitenciario a ejercer acciones solicitadas; no obstante, el alto tribunal decide garantizar el 
derecho a la salud revocando ambos fallos y ordenando, al primero, remitir a Medicina 
Legal para una valoración y actuar en consecuencia, en el segundo, nueva valoración 
médica y la atención integral en salud de acuerdo a las consideraciones de los médicos 
tratantes. 
    Con la sentencia de declaración de estado de cosas inconstitucional, la T-153 debió 
asignar medidas y la principal fue elevar el cupo carcelario para tratar de reducir el 
hacinamiento y así actuar sucesivamente con los demás problemas contiguos. 
Posteriormente en el año 2013 se declaró superado el ECI con la Sentencia T-388 de 2013, 
pero ante la persistente problemática, que, aunque no se presenta exactamente igual a la del 
año 1998 si conlleva al mismo fin, por esa razón se decretó nuevamente el ECI mediante la 
Sentencia T-762 de 2015. 
 
 
    En esta última sentencia mencionada, como se señala a continuación la sala dio las 
condiciones para poder dar por superado totalmente el ECI o por lo menos parcialmente: 
     Cuando se demuestren “(i) unas transformaciones en el funcionamiento del 
sector salud; (ii) que esos cambios impliquen con alto grado de certeza la 
consecución de las condiciones para lograr el goce efectivo y avanzar 
sosteniblemente; y por último (iii) que esas soluciones tengan la virtud de ser 
coherentes y duraderas, como lo ha exigido la jurisprudencia de la Corte” (Corte 
Constitucional, Sala quinta de revisión, Sentencia T-762/2015, 2015) 
     En el auto 121/2018 se agregaron unas pautas y se modificó la metodología de los 
informes que debían presentarse, así las cosas, las etapas para la superación del ECI, son en 
el siguiente orden:  
     La primera etapa se verificará hasta cuando el 60% de las personas recluidas del 
país vean satisfechos los mínimos que implica su estadía en la prisión, frente a cada 
uno de los problemas a los que se ha hecho alusión. (Corte Constitucional, Sala 
quinta de revisión, Sentencia T-762/2015, 2015) 
     Anotado lo anterior, ésta etapa es la fundamental ya que es el proceso para comenzar 
con la superación del estado de cosas inconstitucional y la más difícil porque solo se verán 
resultados cuando se obtenga el goce efectivo de los derechos entre ellos la salud en un 
60% de la PPL, adicionalmente pensar si es el verdadero camino que se debe seguir en 
cuanto esta problemática.  
 
 
     Se hablará de una fase intermedia cuando el goce de derechos sea efectivo para 
entre el 61 y el 70% de la población privada de la libertad en el país, frente a cada 
uno de los requisitos de su estancia en el establecimiento penitenciario. Corte 
Constitucional, Sala quinta de revisión. (Corte Constitucional, Sala quinta de 
revisión, Sentencia T-762/2015, 2015) 
     Con más de la mitad de la población carcelaria disfrutando de sus derechos, hace pensar 
que se ha recorrido gran parte de la solución, para continuar con la tercera y última etapa 
que será:  
     Un momento de consolidación de una política criminal sistémica, que tenga 
afianzados los sistemas cíclicos de seguimiento, evaluación y retroalimentación de 
los procesos, de manera tal que una vez finiquitada pueda entenderse 
prospectivamente que el avance se logrará en forma continua y sostenida. Esta etapa 
se atravesará mientras la población privada de la libertad que vea satisfechos sus 
derechos esté entre el 71 y el 86% de los presos en el país. (Corte Constitucional, 
Sala quinta de revisión, Sentencia T-762/2015, 2015) 
     Por otro lado, desde un punto más anhelado esperando que falte muy poco para la meta, 
los internos gozaran de servicio de salud, serán operados de forma oportuna, ante una 
emergencia no se morirán esperando un traslado y así poco a poco volverán a tener una 
dignidad humana y por supuesto un derecho a la salud más comprometido.  
    Cuando la meta por cumplir sea tan solo frente al 14% de la población privada de 
la libertad, se agotará el carácter masivo de las afectaciones a los derechos 
 
 
fundamentales al interior del Sistema Penitenciario y Carcelario del país, 
debiéndose declarar superado el ECI (Corte Constitucional, Sala quinta de revisión, 
Sentencia T-762/2015, 2015) 
     Finalmente se decretará el ECI habiéndose superado verdaderamente las fallas y de una 
manera duradera que es lo que realmente quiere la corte constitucional.  
Con referencia a la orden para afrontar el análisis de este fenómeno la sentencia T-762 de 
2015 decidió que se debe trazar una línea de base, esto para delimitar con cifras exactas la 
real crisis y la sentencia del 2015 define el concepto de línea de base de la siguiente 
manera:  
     Puede ser entendida como el diagnóstico de la situación inicial de los 
componentes que hacen parte del proceso de seguimiento. En tal sentido, permite 
conocer el estado de los avances y los retrocesos a través del tiempo, de manera que 
hace posible su comparabilidad en varios momentos. (Corte Constitucional, Sala 
quinta de revisión, Sentencia T-762/2015, 2015)  
     Ahora bien, la Sentencia T-762 de 2015 ordenó que el ministerio de justicia y del 
derecho deba consignar la línea base, además periódicamente agregar las estadísticas con el 
fin de fortalecer la información sobre la Política Criminal y Penitenciaria del País.  
     Consecuentemente la página de política criminal ha ejecutado esa orden  aportando las 
estadísticas en indicadores de criminalidad, judicialización, regreso a la libertad, privación 
de la libertad, y finalmente sistema penitenciario y carcelario entre otros en su respectiva 
página web, actualmente en esa última sección se visualizan gráficas de 
 
 
capacidad/población, población y cupos por cada 100.000 habitantes, sobrepoblación, % 
hacinamiento por cada 100.000 habitantes sin sindicatos, en donde se demuestran las cifras 
exactas de la información emitida por el INPEC. 
     A continuación se muestra la última actualización de evolución de la capacidad, 
población y hacinamiento hecha el 30 de junio del presente año, cuya fuente es el centro 
estratégico de información penitenciaria – CEDIP – INEC (conteo físico) y elaboración de 
subdirección de gestión de información en justicia MJD. 
Tabla 1. Población/capacidad INPEC - 2018 
 
Población total 116159 116631 11515 118293 
Capacidad total 79755 7923 9204 9236 
Fuente: elaboración propia con base en informes estadísticos de la página web del Sistema 
de Información para la Política Criminal - Centro Estratégico de Información Penitenciaria 
– CEDIP – INEC (conteo físico) 
     En las anteriores cifras se muestra un continuo desequilibrio, se evidencia por un lado 
que los datos superan la capacidad de las cárceles colombianas versus la cantidad de 
población carcelaria, por otro lado más alentador es que las ordenes se están llevando a 
cabo, a pasos muy cortos pero continuos, a pesar de que se  presenta un constante 
incremento de PPL proporcionalmente se va aumentando gradualmente los cupos creados 
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por el INPEC, que aunque todavía es muy bajo para la situación, hace posible un respiro 
para las inclemencias de la vida en la cárcel. 
     Por su parte, en Sentencia T-388/2013 (2013) también es dominante y aquí se revisan 
nueve expedientes de tutela con relación al hacinamiento carcelario en seis cárceles del país 
y su consecuente afectación al derecho a la salud, entre otros derechos invocados. Frente a 
lo anterior, la Corte resuelve, luego de un extenso proceso probatorio y sendas inspecciones 
judiciales ahondar en la declaración de estado de cosas inconstitucional de la política 
penitenciaria para proferir variadas órdenes en el sentido de garantizar la dignidad y salud 
de los reclusos. 
     Desde la política de la reducción, fusión y construcción de establecimientos 
penitenciarios y carcelarios implementada por el INPEC, se pasó de 175 
establecimientos en 1993 con una población de 21 810 internos a 142 en el 2010 
con 67 965 reclusos. Aunque este incremento del 144% en los diecisiete años se 
debe ver en el marco del crecimiento poblacional del país y las reformas penales es 
importante señalar que la condición de hacinamiento fue y ha sido la constante. 
(Corte Constitucional, Sala Primera de Revisión, T-388/2013, 2013)  
    Otros datos importantes que anexa esta sentencia es el histórico de población intramuros 
desde el año 1998 hasta el 2013, en el cual hay un avance exorbitante de PPL, por ejemplo:  
     En el año 2000 el nivel de población intramuros era de 51.518 1999 era de 
45.064, que comparado con el año anterior se elevó 6.454, otro indicador alarmante 
es el citado desde el año 2008, se amplió de 69.979 habitantes de las cárceles, 
 
 
pasando en el 2009 a 75.992, posteriormente 84.444, luego 100.451, año 2012 de 
112.840 y finalmente en el año 2013 con 117.396. (Corte Constitucional, Sala 
Primera de Revisión, T-388/2013, 2013) 
     Las limitaciones del seguimiento identificadas por los órganos de control y por el Grupo 
Líder es que “persiste el hacinamiento y con él la falta de un espacio mínimo vital, los 
problemas de los programas de resocialización y la deficiencia en la atención en salud” ( 
Corte Constitucional , 2018) 
     La prestación de salud intramural según la red de servicios de salud Fondo Nacional de 
Salud PPL 2017 informa que hay necesidad de personal en salud en auxiliar de enfermería 
“374 y fueron contratados 364, porcentaje de avance 97%, en otro campo como lo es la 
medicina se requieren 244 médicos y se contrataron 214 esto quiere decir un 88% de 
avance, en odontólogos se necesitaban 135 y entraron 132 con crecimiento del 98%” 
(Barrios, 2017) 
     La comisión de seguimiento de la sociedad civil quiere ayudar a que la honorable corte 
constitucional pueda dar cumplimiento a sus ordenanzas y a superar el ECI, por ese motivo 
se creó la comisión de seguimiento de la sentencia T-388 del 2015 en donde se presentaron 
tres informes y en cada uno de ellos se muestra la evolución de la situación carcelaria en 






Informes de la comisión de seguimiento de la sociedad civil: 
     En ese primer informe a pesar de que esta sentencia declaró el ECI en solo los 
establecimientos del litigio en mención es evidente que esta misma problemática se 
desarrolla en todo el país; sin embargo, la comisión considera que:  
     Existen vacíos en la información que ha servido de sustento para diagnosticar la 
condición de la población privada de la libertad en el país, y por lo tanto, no hay 
indicadores adecuados para evaluar en el futuro si el Gobierno Nacional ha 
emprendido acciones idóneas para superar el ECI (Humanas.org.co, 
Humanas.org.co, 2015) 
     Por esta razón sin la correspondiente información se vuelve más difícil la verificación de 
los verdaderos datos y la vigilancia de las decisiones dadas por la T-388/15, colocando en 
riesgo la efectiva superación de la crisis penitenciaria y carcelaria.  
     En enero 20 de 2014 por medio de la ley 1709 se creó el Fondo Nacional de Salud de las 
Personas Privadas de la Libertad, cuya más importante función es que contratará, sin 
intermediarios (EPS), el servicio médico de salud.  
     Para realizar las medidas de mejoramiento del sector salud se determinó la realización 
de visitas para verificar condiciones de acceso y prestación de servicios de salud y para ello 
se convocó al Ministerio de Salud y Protección Social, a la Procuraduría General de la 




     Del cumplimiento de órdenes especificas con relación a esas visitas el informe dice: 
“Debido a que aún no se han realizado las visitas y no se ha cumplido el término para 
hacerlo, baste aquí con mencionar que se está gestionando su cumplimiento”. (Consejo 
Superior de Politica Criminal , 2015) 
     De acuerdo a la prestación de servicios de salud se ordenó que fuera continua, con 
recursos, medicinas y personal idóneo, al respecto se informa que en el establecimiento 
carcelario La Modelo- Bogotá hay: 
     El personal dentro del centro penitenciario esta las 24 horas del día dentro de 
Establecimiento Carcelario, este cuenta con 3 médicos en la mañana, 5 auxiliares de 
enfermería en el día, 2 jefes de enfermería, 2 médicos en la noche, 2 auxiliares de 
enfermería en la noche, 4 odontólogos en el día, l higienista día y l auxiliar de 
odontología en el día. Respecto a las autorizaciones, el doctor Carlos David 
Camacho, es quien realiza todas las autorizaciones pertinentes al caso. (Consejo 
Superior de Politica Criminal , 2015) 
Adicionado a lo anterior se advierten unas fallas que se deben mejorar, las cuales son: 
1. Servicio de farmacia no se encuentra sistematizado debido a que falta recurso 
humano en el área administrativa 2. No hay oxígeno 3. No se cuenta con 
medicamentos suficientes en farmacia y no se están entregando formulas 
médicas ordenadas a los internos, 4. No hay anticonvulsivos, insumas medico 
quirúrgicos 5. Solo se cuenta con un solo funcionario para servicios generales 
(Consejo Superior de Politica Criminal , 2015) 
 
 
Vale la pena agregar a EPMAS CAS VALLEDUPAR – “La Tramacúa”: 
 Aquí en total se cuenta con dos (2) médico, que cumplen tumos de 7 am a 7 pm y 
viceversa. La unidad médica cuenta con Médicos Generales (2), enfermeras (2), 
Odontólogo (l), Auxiliar de odontología (l) Fisioterapeuta (1). (Consejo Superior de 
Politica Criminal , 2015) 
De igual manera, en el Complejo de Cúcuta – COCUC los servicios de salud se cuenta con: 
 “(4) médicos generales que cumplen turnos rotativos, (2) enfermeras jefes (1 para 
las campañas de salud y otra para los programas de P y P), (2) médicos de apoyo, 
los cuales cumplen turnos de 7 am a 7pm por cada día en turnos rotativos” (Consejo 
Superior de Politica Criminal , 2015) 
     Por otra parte, como se indicó, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios ha 
reportado “intervenciones en infraestructura en las áreas de sanidad del establecimiento 
para el año 2014” (Consejo Superior de Politica Criminal , 2015) 
     Del mismo modo la comisión de seguimiento a principios del año 2017 presentó un 
segundo informe sobre el cumplimiento de la sentencia donde demuestra que:  
     En la práctica se han evidenciado pocos avances para el goce efectivo de los 
derechos de las personas privadas de la libertad (Humanas.org.co, 2017) 
Igualmente se reitera el gran problema del servicio de salud, por ejemplo: 
Se pudo constatar que las personas detenidas en diferentes establecimientos 
manifestaron que la vinculación de nuevas entidades ha vuelto más difusa la 
 
 
responsabilidad del acceso y la prestación del servicio a la salud (Comision de 
seguimiento de la sentencia T- 388/2013, 2017) 
     Lo anterior en cuanto a la continuidad del hacinamiento y la constante y reiterativa 
vulneración de los derechos fundamentales en consecuencia la comisión recomienda que: 
      Se analice la garantía del derecho a la salud de manera integral, además que se 
ordene a las distintas entidades encargadas del sistema de salud y del sistema 
penitenciario, tomar medidas urgentes para mejorar la atención en todos los niveles 
que requieren las personas privadas de la libertad, con el fin de garantizar el goce 
efectivo de su derecho a la salud (humanas.org.co, 2017) 
     Por último en el tercer informe de octubre del 2017 la comisión continúa detectando 
falencias en la prestación del servicio de salud, dado que anteriormente el servicio era 
prestado por EPS CAPRECOM pero ahora con el cambio al Fondo Nacional de Salud de 
las Personas Privadas de la Libertad adscrito a la USPEC esta problemática se agravó más, 
según los internos y también lo demuestra el Ministerio de Salud quien declaró el estado de 
Emergencia Penitenciaria y Carcelaria que fue prorrogado hasta el 30/06/17.  
     La Comisión de Seguimiento de la Sociedad Civil con respecto a la Sentencia T-388 de 
2013 resaltó su preocupación por la intermediación y la tercerización del servicio de salud 
en materia carcelaria, en tanto: 
     Vuelve difusa la relación entre la persona reclusa y las entidades encargadas de 
garantizar el derecho a la salud. Debido a esto, la relación entre las personas 
reclusas y las autoridades penitenciarias ha terminado por definirse, por regla 
 
 
general, en instancias judiciales a través de fallos de tutela sin que los problemas en 
la prestación del servicio se resuelvan de forma estructural. Muestra de ello es que 
para el primer semestre de 2017 el INPEC reporta 1.704 tutelas relacionadas con el 
tema de salud.  (Corte Constitucional, 2018) 
     Es importante resaltar, que para los miembros de los pueblos indígenas es más vulnerada 
la prestación de este servicio, como lo pudo constatar algunos miembros de la Comisión, en 
particular por el Centro de Investigación en Política Criminal de la Universidad Externado:  
    No se cumple. Dado que en el registro de la población indígena reclusa figuran 
solo los datos más generales, es decir género y edad, la aplicación de un enfoque 
diferencial étnico se torna aún más difícil. (Comisión de seguimiento de la sentencia 
T- 388/2013, 2017) 
     De esta forma, en el tercer informe se habla sobre la persistencia de la crisis en salud, 
con el paso de CAPRECOM a USPEC a través de la ley 1790 de 2014, inicialmente el gran 
problema que evidencia la comisión civil es la tercerización y el protocolo usado para citas 
médicas generales, especializadas y para dar atención a tratamientos médicos necesarios 
para la salud de las PPL: 
     La Comisión de Seguimiento corroboró obstáculos como la falta de cobertura de 
personal capacitado y de suministros médicos (medicamentos, equipos, áreas 
especializadas) para atención de alta complejidad o de tratamientos especializados, 
como es el caso de enfermedades mentales, atención psicológica, o atención a 
poblaciones como adultos mayores (humanas.org.co, 2017)   
 
 
     A su vez la Defensoría del Pueblo reportó que “las contrataciones de personal médico no 
cumplen un estudio técnico, para concretar el número de profesionales que realmente 
requiere cada centro de reclusión” (Comisión de Seguimiento de la Sentencia T-388 de 
2013 (CSS), 2017) 
     Igualmente la falta del material idóneo para las prácticas médicas, odontológicas entre 
otras, hace que no se pueda llevar acabo la finalidad de la atención en salud dentro de las 
cárceles “el problema de desabastecimiento de herramientas, medicamentos, utensilios 
médicos y odontológicos persiste, así como la ausencia de mecanismos que permitan la 
prevención de enfermedades y la carencia de programas de promoción de la salud” 
(Comisión de Seguimiento de la Sentencia T-388 de 2013 (CSS), 2017) 
     En cuanto a las estadísticas presentadas en el informe respecto a la disponibilidad de 
medicamentos, “se reporta que se ha cumplido en un 85,63%, la de insumos médicos en un 
91,13% y de insumos odontológicos en un 81.46%” (Comisión de Seguimiento de la 
Sentencia T-388 de 2013 (CSS), 2017) 
     Otros aspectos informados por el Centro Estratégico de Información Penitenciaria 
(2017), al 27 de mayo de 2017 son:  
     De 44.814 solicitudes de autorizaciones, se han generado 28.383 y se encuentran 
a la espera 16.438 y en cuanto a la atención especializada, se pudo corroborar que 
en la actualidad no existe una política clara para la atención de personas con 
trastornos mentales y psiquiátricos, ni atención psicológica efectiva (Comisión de 




Por su parte, en el auto 121/2018 señaló que: 
    Se ha podido realizar un acercamiento a la medición del impacto, a través de 
indicadores indirectos o proxy, que se refiere a ciertos indicadores aproximados que 
permitan medir objetivos, lo que este caso, respecto al tema de salud penitenciaria y 
carcelaria y su correspondiente ajuste normativo, se encuentra medido a través de 
los indicadores propuestos en la Matriz de seguimiento a macroprocesos en salud 
penitenciaria y carcelaria. (Corte Constitucional, 2018) 
     En la Sentencia T-762/15 se reitera la existencia de un estado de cosas inconstitucional 
en el Sistema Penitenciario y Carcelario del país, declarado anteriormente mediante la 
sentencia T-388 de 2013. 
     A partir de la declaración del Estado de Cosas Inconstitucional que se reitera en este 
fallo, implica el establecimiento de criterios de superación que permitan a las autoridades 
administrativas concernidas, como a esta Corporación, la identificación de avances y el 
cumplimiento de metas puntuales en el goce efectivo de los derechos de la población 
carcelaria. (Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión, T-762, 2015)   
    La Sentencia T-762 de 2015 declaró las condiciones mínimas de prestación del servicio 
de salud que, en general, están relacionadas con la infraestructura y la disponibilidad de 
personal. En esa ocasión dijo la Corte: 
                    a. En infraestructura: las áreas de sanidad de los establecimientos deben 
disponer de   todo lo necesario para contar con i) una zona de atención prioritaria, 
 
 
ii) un stock mínimo de medicamentos; iii) un área de paso para monitorear a los 
reclusos que fueron hospitalizados o que lo serán dichos espacios deben ser 
higiénicos. 
                  b. En personal médico: Los establecimientos penitenciarios y carcelarios deben 
cumplir con personal multidisciplinario en salud. Tal personal debe incluir por lo 
menos médicos, enfermeros y psicólogos. (Corte Constitucional, Sala quinta de 
revisión, Sentencia T-762/2015, 2015) 
     En la respuesta de la Defensoría del Pueblo al Auto de solicitud de información del 10 
de agosto de 2017, esa entidad señaló que, a pesar de todos los esfuerzos emprendidos por 
la institución, entre ellos oficiar al prestador (Consorcio Fondo Nacional para el servicio de 
salud de la Población Privada de la Libertad), no ha sido posible lograr que las entidades 
competentes garanticen de manera efectiva el derecho a la salud. 
 
     Con respecto a lo anterior esta jurisprudencia en el eje temático respectivo al derecho a 
la salud decidió:  
 
     Frente al derecho a la salud, el INPEC, a la USPEC y al Ministerio de Justicia y 
del Derecho en un término de un año a partir de la notificación de esta sentencia, 
deberán adecuar las áreas de sanidad de los 16 establecimientos de reclusión bajo 
estudio, y asegurar que cumplan con las condiciones mínimas de prestación del 
servicio de salud. (Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión, T-762, 2015)   
 
 
     Para hacerle frente a esta crítica situación humanitaria, el Gobierno nacional, a través de 
las entidades competentes ha adelantado gestiones en materia de salud, como la 
implementación del Fondo Nacional de Atención en Salud, pero lastimosamente la 
Defensoría del Pueblo ha podido constatar que: 
     No se evidencian avances significativos tendientes a superar la problemática de 
los servicios de salud y que las deficiencias, tales como: ausencia de medicamentos 
básicos y de alto costo para tratar patologías como las de VIH, cáncer; represa de 
procedimientos especializados y falta de contratación con la red externa de 
operadores en salud en todos los municipios, entre otras, aún persisten en gran parte 
de los establecimientos penitenciarios. (Criminal, 2016) 
Informes de seguimiento de la sentencia T-762 del 2015:  
     Incluso en el primer informe semestral de seguimiento a la sentencia T-762 del 2015 no 
todo está en pausa o declive porque con relación a la declaración de la emergencia 
carcelaria se aumentó la contratación de personal médico, paso de 843 contratos a 881 
contratos: “Se logró un aumento en la contratación de red externa hospitalaria y recolección 
de residuos hospitalarios”. (Criminal, 2016) 
     Las personas con cobertura de salud a cargo del Consorcio Fiduciario Fondo de atención 
en salud PPL 2015 son “122.110 en intramuros, adicionalmente con detención domiciliaria 
23.240, con prisión domiciliaria 24.212, además cuentan con 153 internos hospitalizados a 
la fecha 09-05-2016”.  (criminal C. s., 2016) 
 
 
     El 9 de mayo del presente año se contaba con la contratación de 843 de los 1.115 
profesionales para atención en salud de acuerdo con los perfiles profesionales que el 
prestador debe proveer para garantizar la atención en salud intramural  (criminal C. s., 
2016) 
      Evidentemente hay un gran deficit de personal para atender el derecho a la salud, esto 
hace mucho mas dificil la prestacion de este servicio, ya que la asistencia no da abasto para 
atender todas las anormalidades que se presentan diariamente, ademas en ciertas regionales 
la situacion es mas critica por ejemplo: 
     En lo concerniente a la contratación de red extramural de mediana y alta complejidad se 
cumplía en un 16.9 % siendo la Regional Noroeste la de mayor cumplimiento con un 
33.3% a diferencia de las demás Regionales donde se presentó un incumplimiento 
generalizado así: Occidente con 8.3 % de cumplimiento, Norte con 13.3 %, Oriente con 
14.3 %, Central con 14.6 % y Viejo Caldas con 19 %(criminal C. s., 2016) 
      En conclusión “Los Establecimientos de la Regional Central, Occidente y Noroeste 
fueron los que presentaron más faltantes de personal de salud” (criminal C. s., 2016) 
     Ahora bien, en el segundo informe se observa en el eje temático salud pese a que se 
cuenta con recursos y se tiene contratada una fiducia para ese propósito el saneamiento a la 
problemática es muy deficiente por lo cual la Defensoría del Pueblo estima que: 
       Las condiciones mínimas de prestación del servicio en cuanto al número de 
profesionales de la salud que deben atender a los internos en los diferentes establecimientos 
penitenciarios, las directrices sanitarias y de infraestructura de los mismos, y la disposición 
 
 
mínima de implementos médicos y de medicamentos, siguen siendo los problemas de los 
cuales adolecen la mayoría de los centros de reclusión del país. (Criminal c. s., 2017) 
     Son importantes las brigadas para tratar de suplir las deficiencias en el sistema de salud 
y para esto a la fecha de corte del presente informe, se tiene un total de 504 Brigadas 
realizadas con una población total atendida de 17.622 internos. (criminal c. s., segundo 
informe semestral de seguimiento a la sentencia T-762 del 2015, 2017) 
      Según el segundo informe de seguimiento a esta sentencia en los 135 establecimientos 
de reclusión del orden nacional, “se evidencia un aumento en la realización de jornadas, se 
cuentan con un total de 1.680 Jornadas cívicas en salud realizadas, con una población 
atendida de 44.696 internos y se han efectuado un total de 18.628 valoraciones médicas y 
11.96 odontológicas” (criminal c. s., segundo informe semestral de seguimiento a la 
sentencia T-762 del 2015, 2017) 
     Para terminar una buena noticia en materia de basura de residuos ya que se observa que 
“para la fecha de corte del presente informe todos disponen de adecuada recolección de 
residuos biológicos” (criminal c. s., segundo informe semestral de seguimiento a la 
sentencia T-762 del 2015, 2017) 
     El 7 de diciembre de 2017 en el tercer informe se ejemplifica por medio de la 
procuraduría general de la nación que: 
     Se siguen presentando situaciones en las que el servicio de salud no se presta de 
forma oportuna e integral, específicamente, por la falta de entrega oportuna de 
medicamentos, la carencia de servicios al interior de las reclusiones, la insuficiencia 
 
 
de personal de salud y la demanda de servicios insatisfechos por la falta de traslados 
para servicios extramurales. (Criminal c. s., tercer informe de seguimiento a la 
sentencia T-762 del 2015, 2017) 
     Según un informe del INPEC, de la oficina Asesora de Planeación Grupo estadística 
presentado en mayo de 2018 advierte que:  
     La población penitenciaria y carcelaria intramural a cargo el inpec sumó 117.026 
internos(as) cifra que al ser comparada con la del mismo periodo de 2017 (115.878), 
muestra incremento de 1.0%; es decir, 1.148 personas más privadas de la libertad en 
los ERON. Con respecto al mes inmediatamente anterior, abril de 2018 (116.058), 
el incremento corresponde al 0,8%, equivalente a 968 internos(as).  Instituto 
nacional penitenciario y carcelario (INPEC, 2018)      
     Según lo argumentado en el informe por el INPEC, la situación continúa en emergencia 
y al compararlo con el año anterior el aumento es de 1.148 internos, una cifra alarmante que 
debe hacer preocupar al país en general y no sólo a las instituciones y autoridades 
correspondientes, sino a toda la sociedad colombiana ¿Qué estamos haciendo mal? 
     En concordancia, en sentencia T-244 (2015) es confirmadora de principio; la Corte 
Constitucional analiza un caso en el cual un recluso afirma, a través de un agente oficioso, 
que el Centro Penitenciario no garantiza los transportes a las citas y/o procedimientos 
autorizados por su EPS, por lo que le tutelan el derecho y ordenan realizar las medidas 
pertinentes para garantizar la atención medica del usuario. 
 
 
      En otro pronunciamiento de la Corte Constitucional se identifica como una sentencia 
confirmadora de principio la T-266 (2016), se analiza la solicitud de amparo interpuesta por 
la abuela de un recluso que fue remitido por el médico general a especialista en diferentes 
oportunidades, incluyendo un procedimiento quirúrgico, por una afectación en el ojo 
izquierdo. En la sentencia el juez había declarado que no se daban las condiciones para que 
procediera la agencia oficiosa, por lo que desestimaron sus pretensiones.  
En contraste, la corte afirma que el paciente tenía debilidad manifiesta por lo que procede a 
estudiar el caso, concluyendo que se concede el amparo del derecho a la salud y ordena al 
Establecimiento Penitenciario la remisión al médico especialista en oftalmología y se le 
practique la cirugía correspondiente, así como la valoración del otro ojo y el tratamiento 
que el médico considere pertinente. 
     Más allá de la situación descrita anteriormente, en el mismo año, el tribunal conoce una 
acción de tutela interpuesta por un recluso portador de VIH, y otra cantidad de patologías 
derivadas de dicha enfermedad, que afirmaba contar con varias remisiones a especialistas y 
ordenes de medicamentos que no habían sido garantizados.  
El alto tribunal, luego de hacer un extenso recorrido por la protección especial que otorga la 
constitución a las personas portadoras de VIH/SIDA y atendiendo que el accionante no se 
encontraba afiliado a EPS alguna, ordena a la Secretaria de salud distrital realizar las 
gestiones necesarias para garantizar las citas a especialistas requeridas, afiliarlo a una 
entidad aseguradora en salud, así como responder por  la atención ininterrumpida del 
usuario, mientras ello sucede por esta razón es considerada como una sentencia dominante 
 
 
porque tiene la misma línea constitucional y forma de resolver el conflicto generado 
(Sentencia T-287, 2016). 
     Con posterioridad, la Sentencia T-020 (2017) se define como confirmadora de principio 
y en esta ocasión la Corte constitucional analiza la situación de un recluso que afirmaba 
venir sufriendo de padecimientos propios de una hernia inguinal y varicocele. El médico 
del centro penitenciario le manifiesta la necesidad de realizar una intervención quirúrgica 
para solucionar su inconveniente de salud.  
     El juez de única instancia afirma que el accionante no aportó al expediente prescripción 
alguna que ordenara atención médica especializada y/o la cirugía, por lo que determinó que 
no había actividad vulneradora por parte del Centro Penitenciario. No obstante, el alto 
tribunal manifiesta que si bien no existe orden de un profesional de la cirugía solicitada por 
el actor, tampoco existe certeza de la existencia de procedimiento de salud que busque 
restablecer las condiciones médicas del interno, afectando su derecho al diagnóstico 
efectivo, por lo cual, ordena al Centro Penitenciario realizar valoración médica mediante la 
cual se determine el procedimiento a seguir garantizando lo ordenado por el médico 
tratante.  
Las discusiones mencionadas son integradas de la siguiente manera: 
¿Se vulnera el derecho a la salud de los reclusos cuando no se le concede el 
procedimiento médico solicitado? 
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     La sentencia T-153 (1998) se refiere al estado de hacinamiento de las cárceles y el 
consecuente estado de cosas inconstitucionales que trae consigo, señalando entre ellas, 
 
 
posibles afectaciones al derecho a la salud, los cuales deben ser protegidos a los reclusos. 
Por su parte, la sentencia T-714 (1996) tiene relación con el derecho a una alimentación 
adecuada y enuncia la posible afectación al derecho a la salud o a la vida, derivada de una 
inadecuada alimentación. 
     Como corolario de lo anterior, es menester resaltar que la corte mayoritariamente 
protege el derecho fundamental de la salud y/o la vida1 de los reclusos, aun cuando en el 
expediente no obre prueba alguna de la presunta afectación o amenaza a dicho derecho 
fundamental. No obstante, en la primera sentencia abordada en este estudio, del año 1997 la 
corte consideró que las apreciaciones del Centro Penitenciario y del único profesional de la 
medicina del centro que lo atendió eran ciertas en el sentido de que el accionante se 
encontraba simulando o exagerando su sintomatología negando la protección 
constitucional.  
     En un sentido alterno, en jurisprudencia del año 2010 manifiesta al accionante que dicha 
acción de tutela se dirigió contra entidad que no era responsable de suministrar los servicios 
de salud (como era el INPEC) atendiendo su afiliación existente con una Empresa 
Promotora de Salud, por lo que no tutela sus derechos. El año inmediatamente anterior, 
habría revisado una situación en la cual por inconvenientes puramente administrativos y 
relacionados con una contratación no se le remitía al accionante al médico especialista 
requerido, frente a lo cual la corte sólo ordenó garantizar dicha remisión.  
 
1
 Recordemos que hasta el año 2008, la salud era un derecho fundamental cuando se declaraba en conexidad 




     En contraste, en la gran abundancia de jurisprudencia analizada la Corte procede a 
proteger el derecho del accionante de manera más integral, estableciendo la protección 
efectiva de todos los procedimientos que el galeno tratante ordene con base en la(s) 
patología(s) que da(n) origen a dicha acción constitucional. 
     Al respecto, vale la pena mencionar que especialmente en sentencias T-606 de 1998, T-
388 de 2013, T-266 de 2016 y T-020 de 2017 se tienen situaciones de hecho muy similares 
a la que da origen al pronunciamiento contenido en sentencia T-342 de 1997. Tal como se 
analiza en cada caso, se está ante una falta de certeza sobre la presunta afectación al 
derecho a la salud del accionante y, mientras en la más antigua en orden cronológico la 
corte decanta su argumentación señalando que no habría prueba suficiente de la afectación 
al sujeto, en las sentencias posteriores asume tres posibles posturas, todas, muy garantistas. 
     Por un lado, ante dicha duda señalada, aplica una suerte de presunción de favorabilidad 
al accionante; en sentido muy similar, establece un procedimiento bastante semejante al de 
la inversión de la carga probatoria, cuestionando que la entidad accionada no haya 
demostrado la gestión realizada para garantizar la salud del accionante y, finalmente, 
atendiendo el estado de cosas inconstitucionales por hacinamiento, las diversas 
jurisprudencias en relación con las centros de reclusión intramural del país, se realizan 
ordenes referentes a la toma de medidas adecuadas y necesarias para el mejoramiento de la 
estructura de los centros penitenciarios y el sistema en general, así como sus estrategias de 
seguimiento con todos los entes pertinentes. 
 
 
Análisis y Conclusiones 
 
     El derecho a la salud es expresado como ya se ha mencionado en el artículo 49 de la 
Constitución Política, este artículo decreta que el estado es el garante de este derecho, en el 
mismo no hace excepciones sobre que condición jurídica deba tener el ciudadano para 
beneficiarse, estar privado de la libertad no es impedimento para poder exigir la protección 
de la salud, esta idea la sostienen varios tratados internacionales como la declaración 
americana de los derechos y deberes del hombre, además la contiene las Reglas Mínimas 
para el Tratamiento de los Reclusos y los Principios Básicos para el Tratamiento de los 
Reclusos que son la base fundamental de lo que exigen las personas privadas de la libertad.  
      Como resultado de esta investigación cualitativa presentada, es posible concluir que el 
Estado colombiano no está garantizando el derecho a la salud de las personas privadas de la 
libertad en las cárceles de Colombia, mostrado a través del análisis jurisprudencial que se 
realizó de las sentencias desarrolladas por la corte constitucional en las sentencias de 
revisión de tutela sobre vulneración de este derecho, donde se evidencia que en Colombia 
en los centros de reclusión existe un estado de cosas inconstitucional y de flagrante 
violación de derechos humanos y en especial del artículo 49 de la Constitución Política. 
     La contribución de la investigación se señala por medio del principio de la eficacia de la 
norma, ya que existen normas, pero no se acomodan a la realidad colombiana; es por esto 
por lo que basándonos en la suspensión condicional de la ejecución de la pena planteamos 
 
 
unas posibles soluciones y teniendo como guía a otros países que se encuentran en 
problemáticas similares: 
     Lo principal es continuar con el mejoramiento y el verdadero control legislativo y 
administrativo, desde la cúspide hacia la base se debe tener en cuenta para superar esta 
problemática:  
     Contar con una política criminal coherente y ampliar el acceso a medidas alternativas de 
cumplimiento de las sanciones, acompañado de mejoras en las condiciones de vida en las 
cárceles, contribuiría a reducir el hacinamiento y sus consecuencias tanto de quienes siguen 
en prisión como de quienes estarían cobijados por otras formas de sanción. (Roja, 2016) 
     Debido a la condición de vulnerabilidad en que se encuentran las PPL es necesario 
mitigarlas con unas alternativas de solución, en primer lugar, cabe resaltar una opción del 
libro técnicas penitenciarias con enfoque de derechos humanos del Doctor Luis Alfonso 
Fajardo Sánchez en donde nos explica el manejo que las autoridades penitenciarias y 
carcelarias deben prestar a los internos. 
     Como lo ha señalado la Corte Constitucional, el Estado debe garantizar la prestación de 
este servicio a través de medidas efectivas, dignas y positivas, teniendo en cuenta el estado 
de indefensión en el que se encuentran las personas privadas de la libertad, creando 
procedimientos, asignado recursos y todas las herramientas necesarias para acceder a un 
servicio médico oportuno y con el personal debidamente adecuado. (Sánchez, 2016) 
 
 
     Adicionalmente el libro nos resalta la importancia para Colombia de la ratificación del 
Protocolo facultativo de la convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes el cual divide en tres estrategias. 
     La primera estrategia “Reformas legislativas, elaboración y monitoreo permanente de las 
políticas públicas, el monitoreo para el cumplimiento efectivo de los fallos de los 
tribunales” (Sánchez, 2016, p. 83) 
     En segundo lugar “Involucrar a todos los actores (fiscales, investigadores judiciales, 
personal médico y sanitario, los jueces, la policía, funcionarios de los establecimientos 
carcelarios y penitenciarios, etc.,)” (Sánchez, 2016, p. 83) 
     En tercer lugar, “Mecanismos nacionales de denuncia, control y vigilancia. Las 
estrategias deben incluir mecanismos y garantías para denunciar cualquier presunta tortura 
en todos los lugares, especialmente en los centros carcelarios y penitenciarios y otros 
lugares de detención” (Sánchez, 2016, p.83) 
     Del mismo modo en la jurisprudencia la sentencia T-762/15 aporta una gran idea que 
trae un beneficio ambiguo, por una gran parte se ayuda al desequilibrio que existe del 
personal médico y por otra a los estudiantes que requieren ese requisito para su título 
medico:  
     Crear y fomentar brigadas médicas en las cuales participen estudiantes de áreas 




     Finalmente complementando con lo ya existente en el territorio nacional para 
implementar una estrategia y avanzar hacia un modelo igualitario de atención a la salud 
otras alternativas direccionadas a la protección como tal del derecho a la salud son: 
     Primero fundar un sistema virtual para la prestación de servicios de salud donde se 
puedan realizar consultas muy básicas donde solo se concedan para atenciones médicas no 
requieran una movilización para realizar un tratamiento. Esto garantizaría que se contara 
con los médicos de planta del centro de reclusión y además de los médicos del sistema 
virtual. 
     Sin embargo, otra alternativa mencionada por Mauricio Iregui, gerente del Consorcio 
Salud PPL, encargado de la salud de los internos en Colombia habla sobre la telemedicina 
la cual consiste en:  
     Asistencia por teléfono o internet, es un reto que se puede implementar en los 
penales, pero es un camino complejo, debido a que no han encontrado una red 
prestadora de servicios que atienda en los establecimientos. (Fernandez, 2017)  
     Otro punto que se debe referenciar es que “La infraestructura tecnológica también es un 
tema en el que se debe mejorar, para poder implementar este modelo”, explica. (Fernandez, 
2017) 
     En Latinoamérica, Brasil lidera el ranking regional con 549.577 reclusos. Le 
siguen Colombia con 114.697, Perú con 59.451, Argentina con 59.227 y Venezuela 
con 50.000 presos. (Caracol Radio, 2013)      
 
 
     En relación al manejo de la crisis de hacinamiento en otros países tenemos el caso de 
Holanda, país que en la actualidad está cerrando sus cárceles y este fenómeno lo explican 
simplemente con que ellos no tienen cárceles de castigo sino de rehabilitación para sus 
internos.  
"Si alguien tiene un problema de drogas, tratamos su adicción; si son agresivos 
proporcionamos terapia para controlar la ira; si tienen problemas de dinero, les 
damos asesoramiento para manejar la deuda". (Ash, 2016) 
De esta manera se tratan los problemas de las conductas desviadas en los países bajos, 
además de la diferente infraestructura que manejan las cárceles con grandes espacios 
abiertos para la resocialización de los reos, “Patios del tamaño de cuatro canchas de fútbol 
cuentan con árboles de roble, mesas de picnic y redes para jugar voleibol.” (BBC, 2016), 
esto hace que los mismos presos y quienes los cuidan puedan llevar de la mejor manera el 
pago de la sentencia.  
     Cabe resaltar que las alternativas de cumplimiento de penas son necesarias para 
disminuir el hacinamiento en Colombia, aquellas deben practicarse continuamente, 
incrementarse y renovarse para así mejorar los problemas que conlleva esa situación como 
la deficiente atención en salud, así como “los jueces holandeses suelen utilizar alternativas 
a la prisión, como períodos de servicio a la comunidad, multas o el marcador electrónico de 
los que violan la ley.” (Ash, 2016) 
 
 
     A diferencia de Colombia los presos en Noruega “les permiten, por ejemplo, dar 
entrevistas a los medios y ver los DVD que quieran porque el principio subyacente es la 
normalización". (BBC, 2016) 
     Como se ha dicho pero no se ha cumplido lo más importante que debe cumplir una pena 
en este país y en todo el mundo es que la persona que ingrese a una cárcel no debe ser la 
misma que salga, esta persona debe ser mejor y sobre todo se debe resocializar, ser 
funcional para la sociedad; “eso significa que la vida en prisión debe replicar la vida en el 
exterior lo más posible para ayudar a los ex delincuentes a reintegrarse en la sociedad. 
(Ash, 2016) 
      Podemos incluir la implementación dentro del mismo penal, un cargo de supervisor de 
la superintendencia de salud, con facultades para sancionar disciplinariamente a los 
funcionarios que no presten atención a las situaciones de salud, este supervisor se debe 
encargar de la real vigilancia de la prestación del servicio de salud. 
     Al mismo tiempo se puede realizar periódicamente jornadas de inspecciones médicas 
obligatorias y con ellas brigadas de atención médica que ayudarían a descongestionar las 
citas médicas que son solicitadas. 
     Otro tema fundamental es tratar el problema desde la comunidad y para esto abordamos 
unas propuestas del autor José María González: 
     La comunidad, en tanto fuere posible, debe recuperar el control de sus propios 
conflictos. Esto no significara, en modo alguno, una licencia a la venganza privada; muy al 
 
 
contrario, traduce la creación en los ciudadanos de un sentimiento de pertenencia a su 
grupo social, previa la comprensión de que la delictuosidad posee arraigo en el mismo, y si 
bien lo vulnera, muchas veces en su causa. (González, 2008) 
     En otras palabras, la base de una sociedad es la familia y la educación de las personas 
comienza por casa, es claro que si un niño es educado con fuertes principios y convicciones 
de hacer lo correcto para la sociedad en la que vive posiblemente y con la ayuda del 
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